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CIRCULAR N° 24-2026

DE:	MBA. Yurli Arguello Araya
	Jefa del Proceso de Adquisiciones

[bookmark: _Hlk146614997]PARA:	Jefaturas y Analistas de contratación pública del Proceso de Adquisiciones.

[bookmark: _Hlk92441946]ASUNTO:	Actualización de la guía para el trámite de recursos de objeción, revocatoria y apelación para los procedimientos licitatorios. 

FECHA:	02 de marzo del 2026
___________________________________________________________________________________________

Estimados compañeros y compañeras, Jefaturas y Analistas de Contratación Pública del Proceso de Adquisiciones, se les informa que, se informa que se realizaron algunos ajustes a la “Guía para el trámite de recursos de objeción, revocatoria y apelación para los diferentes procedimientos licitatorios”, la cual contiene los diferentes comunicados sobre la emisión de criterios técnicos, conducción de los recursos, entre otros, realizados el año anterior. Dicha guía puede ser consultada en el siguiente enlace: https://proveeduria.poder-judicial.go.cr/index.php/guias-y-procedimientos-para-la-contratacion-publica-proceso-de-adquisiciones 

La guía, contiene una explicación amplia y detallada sobre el desarrollo de los recursos de objeción, revocatoria y apelación para los procedimientos licitatorios, y cómo deberán abordarse cada una de las etapas que componen el recurso, de una forma eficiente y eficaz. Los cambios aplicados se encuentran resaltados en el documento.

Uno de los principales ajustes de este documento es que la resolución de recursos de revocatoria recae en quien haya emitido el acto final. Las revocatorias del acto final para los casos en los que así proceda, serán emitidas por quien haya resuelto el recurso, sea la Jefatura del Departamento de Proveeduría o el Consejo Superior según corresponda, esto de conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N° 111-2025 celebrada el 11 de diciembre de 2025, artículo IX. 

Se deja sin efecto la posibilidad de que la Jefatura del Departamento de Proveeduría resuelva recursos cuyo acto final haya sido emitido por el Consejo Superior.




Es importante que todas las partes involucradas en el procedimiento y tramitología de los recursos le brinden un trámite prioritario a su gestión, de manera que se respeten los plazos asignados en los procedimientos, con el propósito de no dificultar el cumplimiento de cada uno de los plazos establecidos en la cadena de atención de los recursos.

Cabe señalar que, las circulares N° 50-2023, 53-2023, 135-2023, 147-2023 quedan sin efecto. 

Los lineamientos establecidos en la presente guía son de aplicación obligatoria a partir de la notificación de la presente circular.
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                    Corte Suprema de Justicia[image: ]



                           Secretaría General

San José, 11 de diciembre de 2025

N° 10742-2025

Al contestar refiérase a este # de oficio al correo (secrecorte@poder-judicial.go.cr)



[bookmark: _Hlk130386421][bookmark: _Hlk130818429]Señora

Máster Ana Eugenia Romero Jenkins

Directora Ejecutiva 



Estimada señora:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 111-2025 celebrada el 9 de diciembre de 2025, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc159862659][bookmark: _Toc159867335][bookmark: _Hlk155704959][bookmark: _Toc215758643]“ARTÍCULO IX



Documento N° 14015-25



En sesión número 29-2023 del 13 de abril de 2023, artículo XIII, se aprobó la tercera propuesta de delegación para actividades del proceso de contratación vinculadas a oficinas externas a Proveeduría, de conformidad con la entrada en vigor de la Ley General de Contratación Pública N.° 9986.



[bookmark: _Hlk215733596]En oficio número 3461-DE-2025 del 2 de diciembre del 2025, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva, remitió la siguiente gestión:



“En la sesión del Consejo Superior N° 29-2023 celebrada el 13 de abril de 2023, artículo XIII, se conoció oficio N° 0884-DP/61-2023 de 23 de marzo de 2023, relacionado con la organización de actividades administrativas para las principales gestiones del proceso de contratación que involucran a las diferentes oficinas que gestionan compras públicas, en lo que interesa para la presente gestión se propuso: 



“(…)



5. Aprobación de la resolución final de los recursos de objeción y revocatoria reglados en los artículos 86 al 99 de la Ley y 241 al 271 del RLGCP.



(…)”



Al respecto se acordó por parte del Consejo Superior: 



“Se acordó: 1.) Acoger la gestión presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, el máster Rodrigo Campos Hidalgo y la licenciada Adriana Esquivel Sanabria, por su orden, Directora Ejecutiva, Director Jurídico y Jefa del Departamento de Proveeduría, en oficio N° 0884-DP/61-2023 de 23 de marzo de 2023, en consecuencia, aprobar la tercera propuesta de delegación para las principales actividades del proceso de contratación que involucran a oficinas externas a la Proveeduría, conforme se señala. Lo anterior, con relación a la entrada en vigor de la Ley General de Contratación Pública N° 9986. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual.



El Departamento de Proveeduría, la Dirección Ejecutiva y la Dirección Jurídica tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”

	

En atención al anterior acuerdo, el Departamento de Proveeduría remite el oficio N° 2537-USE-DP/13-2025 del 27 de noviembre del año en curso por medio del cual propone la modificación de la delegación de materia recursiva y organización de actividades administrativas por parte del Consejo en los siguientes términos: 



[bookmark: _Hlk130192786][bookmark: _Hlk109202818]“Con relación a la entrada en vigor de la Ley General de Contratación Pública N° 9986 (en adelante LGCP) del 01 de diciembre de 2022, me permito presentar propuesta para la modificación de la delegación de materia recursiva y atención de otras actividades del proceso de contratación que involucran a las diferentes oficinas que gestionan compras públicas, esto con el propósito de que sea valorada y de que, si así lo estima esa Dirección, sea del conocimiento del Consejo Superior.



[bookmark: _Hlk127519580]Cabe señalar que la propuesta planteada más adelante se realiza tomando como base lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 98-2022 celebrada el 11 de noviembre de 2022, artículo I, mediante el cual se aprobó la primera delegación formal de actividades administrativas propuesta por esta Proveeduría mediante oficio N° 2935-DP/61-2022. 



Partiendo de lo anterior, y considerando que mediante criterio jurídico N° 431-DJ/CAD-2022 del 6 de setiembre de 2022, se determinó que el Consejo Superior ostenta capacidad legal para tomar todas aquellas decisiones que permitan garantizar una mejor organización del aparato administrativo del Poder Judicial, y que por tanto tiene la posibilidad de reconocer la facultad de determinadas oficinas y autorizarlas para emitir ciertos actos administrativos tendientes a agilizar y hacer más eficientes las labores de corte administrativo, para lo cual se determinó en ese momento que, resultaba más acorde a la técnica, que el Poder Judicial aplicara la figura de la desconcentración, la cual operaría, en el tanto exista un reglamento autónomo que así lo permita, no obstante considerando que aún no se disponía  de este, podía esa instancia, en su lugar emplear temporalmente la delegación, en el entendido de que la misma no implica la transferencia de la titularidad de la competencia, ni de su responsabilidad como tal. Lo anterior, conforme el numeral 81, inciso 16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 



Importante indicar que al igual que para las propuestas anteriores, la que ahora se pretende aplicar, siguen siendo una medida paliativa, empleando para ello y de forma temporal, como ya se indicó, la facultad de la delegación, esto con el propósito de  continuar con la reorganización de actividades administrativas que permitan a la institución hacerle frente a las necesidades evidenciadas hasta el momento producto de la entrada en vigor de la Ley, sin causar una afectación a la actividad de contratación pública y su ejecución presupuestaria, en la cual se vea comprometido el cumplimiento del fin público, al dotar al Poder Judicial de los bienes y servicios necesarios para su correcto funcionamiento.



El criterio legal mencionado y sus conclusiones se pueden consultar con mayor amplitud, en el documento que se adjunta a continuación:









Origen de la modificación propuesta



El Departamento de Proveeduría mediante oficio N° 1491-USE-DP/61-2025 del 21 de julio de 2025, solicitó criterio a la Dirección Jurídica sobre la procedencia de mantener la delegación acordada por el Consejo Superior en sesión N° 29-2023 celebrada el 13 de abril de 2023, artículo XIII, en la que se delegó a este Departamento el conocimiento y resolución de los recursos de revocatoria que se presentaran contra los actos finales que dicte el Consejo Superior en los procedimientos de contratación.



En virtud de lo anterior, mediante el criterio jurídico N° 522-DJ/CAD-2025 del 29 de julio de 2025, la Direccion Jurídica manifiesta que lo delegado en el acuerdo citado, conlleva a que un Departamento que por escala jerárquica es inferior a ese órgano colegiado, pueda dejar sin efecto o modificar lo acordado por el Consejo Superior, siendo que si la Proveeduría, al momento de resolver un recurso de revocatoria, decide que se debe readjudicar un concurso que inicialmente había sido adjudicado por el Consejo Superior, no se cumpliría el mandato de que, quien adjudicó, dicte la readjudicación, contraviniendo el principio de legalidad y el mandato del numeral 139 del Reglamento a la Ley General de Contratación Pública, el cual dispone que “La declaratoria de infructuoso, de desierto o readjudicación deberá ser dictada por el mismo funcionario u órgano que tiene la competencia para adjudicar, según lo establecido en la Ley General de Contratación Pública”. Aunado a lo anterior, el artículo 99 de la Ley es claro en disponer que, en estos casos “El recurso deberá ser conocido por el órgano que emitió el acto final…”.



Por lo anterior, la Dirección Jurídica en su criterio concluye que no es correcto haber delegado esa función en el Departamento de Proveeduría, ya que no hay norma habilitante que permita tal traslado de funciones y responsabilidades, sino que, por el contrario, la normativa es clara en señalar que la resolución de recursos de revocatoria recae en quien haya emitido el acto final, por lo que proponen las siguientes alternativas legales para solventar tal situación:



1. Modificar la delegación de funciones para que tal competencia esté reservada para quien emita el acto final, de manera que si el Consejo Superior es quien emite ese acto, sea ese mismo cuerpo colegiado el que resuelva los recursos de revocatoria.



1. Valorar la conveniencia de delegar en el Departamento de Proveeduría el dictado de algunos de los actos finales de los procedimientos de contratación que en la actualidad realiza el Consejo Superior, ya que en caso de que esa competencia le sea delegada, ostentará también (y de inmediato) la competencia para resolver los recursos de revocatoria.



[bookmark: _Hlk205398183]El criterio legal mencionado y sus conclusiones se pueden consultar con mayor amplitud, en el documento que se adjunta a continuación:









Partiendo de lo anterior, a continuación, se desarrolla la propuesta para modificar lo enunciado por la Dirección Jurídica en el criterio mencionado:



1. Modificación la delegación acordada por el Consejo Superior en sesión N° 29-2023 celebrada el 13 de abril de 2023, artículo XIII, en la que se delegó a este Departamento el conocimiento y resolución de los recursos de revocatoria que se presentaran contra los actos finales que dicte el Consejo Superior en los procedimientos de contratación



Conforme el criterio jurídico antes citado en el que se recomienda modificar la delegación de funciones para que tal competencia esté reservada para quien emita el acto final, de manera que si el Consejo Superior es quien emite ese acto, sea ese mismo cuerpo colegiado el que resuelva los recursos de revocatoria y la eventual readjudicación según corresponda, con el objetivo de ajustar la delegación a lo que establece la normativa, resulta prudente modificar la delegación recaída en el Departamento de Proveeduría, con el fin de que los recursos presentados para aquellas contrataciones en las que el Consejo Superior haya dictado el acto final de adjudicación, sean conocidos por ese Consejo y no por el Departamento de Proveeduría.



El acuerdo del Consejo Superior mencionado puede ser consultado en el documento que se adjunta a continuación:









Recomendaciones:



En atención al anterior informe, y en virtud de la necesidad de disponer de un procedimiento eficiente para atender la organización de actividades administrativas relacionadas con temas de Contratación Pública, es que se recomienda a la Dirección Ejecutiva que solicite al Consejo Superior lo siguiente:



1. Eliminación de la propuesta aprobada en sesión N° 29-2023, celebrada el 13 de abril de 2023, artículo XIII, en el que el Consejo autorizó a la Proveeduría en el punto N°5 la aprobación de la resolución final de los recursos de objeción y revocatoria reglados en los artículos 86 al 99 de la Ley y 241 al 271 del RLGCP. 



1. En cuanto a la recomendación realizada por la Dirección Jurídica de valorar la delegación en el Departamento de Proveeduría del dictado de algunos de los actos finales de los procedimientos de contratación que en la actualidad realiza el Consejo Superior, esa será analizada posteriormente.”

	

Se solicita al Consejo Superior modificar lo acordado en la sesión N° 29-2023 celebrada el 13 de abril de 2023, artículo XIII, de manera que la delegación indicada en el punto 5 sea eliminada, con el fin de que los recursos presentados para aquellas contrataciones en las que el Consejo Superior haya dictado el acto final de adjudicación sean conocidos por ese Consejo y no por el Departamento de Proveeduría, lo anterior al amparo de los establecido en los artículos 99 de la Ley General de Contratación Pública y 139 de su Reglamento, normativa que fue considerada por la Dirección Jurídica en su criterio N° 522-DJ/CAD-2005 del 29 de julio de 2025.



(…).”

- 0 –









Se acordó: 1.) Acoger la gestión presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, directora ejecutiva, contenida en el oficio número 3461-DE-2025 del 2 de diciembre de 2025. En consecuencia, modificar lo resuelto por este Consejo Superior en la sesión número 29-2023, del 13 de abril de 2023, artículo XIII, dejando sin efecto la delegación dispuesta en el punto 5, relativa a la aprobación de la resolución final de los recursos de objeción y revocatoria previstos en los artículos 86 al 99 de la Ley General de Contratación Pública y 241 al 271 de su Reglamento. 2.) Disponer que los recursos de revocatoria y la eventual readjudicación que se interpongan contra los actos finales dictados por este Consejo Superior sean conocidos y resueltos por este mismo órgano, conforme lo establecen los artículos 99 de la Ley General de Contratación Pública y 139 de su Reglamento, de acuerdo con el criterio jurídico N° 522-DJ/CAD-2025 del 29 de julio de 2025.

Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva, a la Dirección Jurídica y el Departamento de Proveeduría para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”







Atentamente,







[bookmark: _Hlk79150435][bookmark: _Hlk76980984][bookmark: _Hlk66861744][bookmark: _Hlk154136674]Licda. Lisbeth Solís Alvarado

Prosecretaria General

Secretaría General de la Corte





Cc     		

	Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual.

Departamento de Proveeduría.

Dirección Jurídica

Diligencias: (14015-2025)
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San José, 06 de setiembre de 2022 



Criterio N° 431-DJ/CAD-2022 



Al contestar refiérase a este # de criterio. 



 



 



Licenciada 



Adriana Esquivel Sanabria, Jefa a.i. 



DEPARTAMENTO DE PROVEEDURÍA 



S.          D.  



 



Estimada señora: 



 



En atención a su oficio No. 2409-DP-2022 del 11 de agosto del 2022, mediante el cual 



se nos solicita criterio jurídico para aclarar si el Consejo Superior puede delegar la resolución 



de algunos de los asuntos correspondientes a diferentes etapas de los procedimientos de 



contratación administrativa en el Departamento de Proveeduría, Administraciones Regionales 



y en una eventual Junta de Adquisiciones Institucional, nos permitimos atender la gestión en 



los siguientes términos: 



 



Conforme se nos explica en su consulta, la duda surge con motivo de la nueva Ley 



General de Contratación Pública (Ley #9986), misma que entrará en vigencia a partir del 1° de 



diciembre de 2022, ya que con el cambio en la nomenclatura de los procesos licitatorios, y los 



nuevos umbrales para determinar el tipo de contratación que se debe seguir, preocupa a ese 



Departamento que, en aplicación del artículo 81 inciso 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 



deba entenderse que todos los actos de adjudicación o cualquier otro que agote la vía 



administrativa, deba ser de conocimiento exclusivo del Consejo Superior. 



 



Tal como lo expone esa Proveeduría, en la actualidad (y con autorización mediante 



acuerdos del Consejo Superior), ese Departamento dicta las adjudicaciones en los 



procedimientos de Compras Directas y Compras Menores, sin embargo, con la pronta entrada 



en vigencia de la nueva legislación, desaparecerán tales tipos de procedimientos, y en su lugar 



sólo habrán Licitaciones Mayores, Menores o Reducidas, y como todas tienen en su 



denominación el vocablo “licitación”, se genera la duda de si ello implica que sólo el Consejo 
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Superior pueda conocer todos esos procedimientos, lo anterior debido a que la referida norma 



de nuestra Ley Orgánica establece como una de las competencias del Consejo Superior 



“Resolver sobre las licitaciones…”. 



 



Tal como se expondrá a continuación, es criterio de esta Dirección que, la posibilidad 



de que el Consejo Superior distribuya labores propias de la contratación administrativa (de 



distinta naturaleza) en otras oficinas administrativas de la Institución, admite dos opciones, una 



de las cuales quedaría supeditada a lo que se llegue a disponer en el futuro Reglamento a la Ley 



General de Contratación Pública, y otra que puede aplicarse desde ya conforme al marco 



jurídico vigente. 



 



I.- Delegación de funciones: 



 



El enfoque que plantea el Departamento de Proveeduría se circunscribe a la delegación 



de competencias, como una alternativa para que el Consejo Superior traslade el acto de 



adjudicación, la materia recursiva (no precisan cuál) y cualquier acto que agote la vía 



administrativa, tanto en ese Departamento como en las Administraciones Regionales; así como 



para que en asuntos que deban ser atendidos en condición de órgano decisor, éstos puedan ser 



delegados a la Junta de Adquisiciones Institucional (en caso de que ésta llegara a operar como 



parte de las innovaciones de la Ley General de Contratación Pública).  



 



Para pensar que la única alternativa es una delegación de funciones, debería tomarse 



como punto de partida que el Consejo Superior fuera el único que ostenta competencia para 



decidir en materia de contratación administrativa, para lo cual se haría necesario hacer una 



lectura literal del artículo 81 inciso 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto establece 



que “Corresponde al Consejo Superior del Poder Judicial: […] 10.- Resolver sobre las 



licitaciones…”. 



 



Como se explicará en el presente criterio, afirmar que el Consejo Superior es el único 



que puede resolver en materia de contratación administrativa, es sólo una alternativa, pero bajo 
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3 



una valoración integral del ordenamiento, sumado a consideraciones externadas por la 



Contraloría General de la República y la Procuraduría General de la República, se estima 



posible hacer una interpretación más abierta para llegar a concluir que, aunque el Consejo 



Superior desde luego tiene competencia en la materia, le es posible distribuir funciones 



conforme a su mejor criterio (sin que ello sea una delegación en sentido estricto). 



 



A partir de una revisión de antecedentes, esta Dirección verificó que la autorización 



para que la Proveeduría dictara el acto final en algunos procedimientos de contratación, se dio 



en sesión No. 23-2005, del 31 de marzo de 2005, artículo LII, en la que el Consejo Superior 



dispuso: “a).- Delegar de manera formal, en el Departamento de Proveeduría, la función que 



viene realizando, de emitir el acto de adjudicación de las contrataciones directas, hasta por el 



límite que establece el Reglamento de la Contratación Administrativa”; aunque en ese mismo 



acuerdo encontramos una autorización aún más amplia (posiblemente por error), ya que 



también se dispuso “2).- Deberá el Departamento de Proveeduría: […] b) en todas las 



contrataciones, independientemente de su cuantía, dictar la correspondiente resolución de 



adjudicación…”. 



 



Ahora bien, pese a que en esa ocasión (como se aprecia en la anterior cita) se habló de 



“delegación” de funciones, debe tenerse presente que esa disposición careció de análisis para 



determinar si se cumplían los presupuestos legales para formalizar una delegación en sentido 



estricto, y tal como se explicará a continuación, es criterio de esta Unidad Asesora que, al haber 



tomado la decisión sin amparo en una norma que faculte la delegación de una competencia de 



un órgano colegiado, sino que sólo se hizo para aceptar una recomendación de la Auditoría 



Judicial (pero sin el análisis legal del caso), no es correcto hablar de delegación de competencias 



en sentido estricto, sin que ello signifique que el acuerdo presente algún tipo de vicio o nulidad, 



ya que por el contrario -y tal como se explicará en el segundo apartado del presente criterio- el 



Consejo Superior tiene la potestad de disponer medidas para la mejor organización de las 



actividades administrativas. 
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En cuanto al tema de la delegación de competencias, es importante recordar que su 



regulación está contenida en los artículos 89 a 92 de la Ley General de la Administración 



Pública. Es así como, por regla general, lo establecido en la anterior normativa refiere que 



la posibilidad de delegar funciones lo es en relación con el inferior inmediato (numeral 89, 



punto primero).  



 



Ahora bien, esa misma norma, en su segundo punto, contempla la posibilidad de 



“delegación no jerárquica o en diverso grado”, conforme a la cual sería posible delegar 



funciones en otra dependencia que no sea el inferior inmediato de la instancia delegante, sin 



embargo, para ello se requiere además norma expresa que lo autorice. Por su parte, el artículo 



90 inciso e) de ese mismo cuerpo de normas señala que un órgano colegiado no puede 



delegar sus funciones, siendo esta última norma de especial relevancia, ya que la propuesta 



de la Proveeduría es que el Consejo Superior (órgano colegiado), delegue la función en otras 



oficinas actos de distinta naturaleza propios de la contratación administrativa. En lo 



conducente señala la referida norma: 



 



“Artículo 90.-La delegación tendrá siempre los siguientes límites: 



[…] 



e) El órgano colegiado no podrán delegar sus funciones, sino únicamente la 



instrucción de las mismas, en el Secretario.” 1 



 



Por su parte, mediante criterio No. C-302-2013 del 13 de diciembre de 2013, la 



Procuraduría General de la República enfatizó en la necesidad de delegar funciones sólo en 



el inmediato inferior, ya que para poder realizar una delegación no jerárquica, se requeriría 



una norma expresa que así lo autorice. Al respecto apuntó "Impone la ley que el delegado 



debe ser el inmediato inferior, salvo disposición legal en contrario, y debe tener funciones 



 
1 Es con base en esta norma, que existen criterios jurídicos en el sentido de que al ser una competencia propia 



creada y reservada por ley como núcleo duro de competencias del Consejo Superior, no podría ser delegable, 



mas no así fue interpretado en el acuerdo citado ut supra. Con mayor razón lo indicado en el inciso c) del 



artículo 90 LGAP 
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de igual naturaleza que el delegante. Aspecto que cobra una particular importancia cuando 



la competencia que se pretende delegar es propia de un órgano colegiado; ello porque 



normalmente ningún otro órgano del reparto administrativo tiene funciones de igual 



naturaleza que el colegio." 



 



Tal protección que nuestro ordenamiento reconoce en materia de delegación de 



funciones, se debe principalmente a la trascendencia que revisten los actos encomendados a 



los órganos colegiados, ya que la naturaleza deliberativa que tienen sus decisiones, los dotan 



de una seguridad jurídica que se perdería en caso de que se trasladen esas funciones a otras 



dependencias que tomarán las decisiones de manera unipersonal. Así lo enfatizó la misma 



Procuraduría General de la República mediante Dictamen No. C-119-2017 del 2 de junio de 



2017, al indicar: “En este sentido, conviene advertir que la organización colegial implica, 



de suyo propio, que la voluntad de administrativa de esos órganos se deba formar a través 



de la deliberación. Luego, es claro que no procede que el colegio delegue sus competencias, 



pues esto resulta incompatible con la naturaleza deliberativa de este tipo específico de 



organización administrativa.”. 



 



Ahora bien, la regla general expuesta en los anteriores párrafos admite excepciones 



que posibilitan la delegación de competencias propias de órganos colegiados. Al respecto 



destaca la posición que la Procuraduría General de la República ha emitido múltiples 



criterios, dentro de los que se suele citar el número C-308-2014 del 24 de setiembre de 2014, 



en el que señaló: 



 



"Nuestra jurisprudencia administrativa ha tenido la oportunidad de referirse 



al alcance de LGAP, y al efecto ha indicado que dicha interdicción implica 



que los órganos colegiados no pueden delegar sus competencias, sean éstas 



esenciales o no. Lo único que se puede delegar es la instrucción de los 



procedimientos en su Secretario. En lo pertinente transcribimos el dictamen 



C-009-2009 de 22 de enero de 2009: 
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 “Pero, además, existe un elemento que no puede dejar de 



desconocerse y es la prohibición que la Ley establece a los órganos 



colegiados de delegar la competencia que es propia, sea ésta esencial o no. 



Lo único que pueden delegar es la instrucción de los procedimientos y en este 



caso en el Secretario. [...] 



 De lo que se deriva que, efectivamente, la Junta Directiva no podría 



delegar en el Gerente de la División de Pensiones, su competencia respecto 



de las inversiones que el Ente puede realizar. Para que esa delegación fuere 



procedente, se requeriría que previamente el legislador apruebe una norma 



que deje insubsistente la prohibición del artículo 90, e) antes referida”.  



 El dictamen fue emitido a solicitud de un ente descentralizado pero es 



aplicable al caso en examen, en tanto lo que importa es que el órgano que 



pretende delegar constituya un órgano colegiado.” (lo subrayado no 



corresponde al original) 



  



 Vemos entonces que si hubiera norma habilitante para delegar determinadas 



funciones, aunque éstas sean de un órgano colegiado, sería posible su traslado, ya que al 



estar permitida por ley tal delegación, viene a menos si la competencia la ostenta un órgano 



unipersonal o colegiado. Así las cosas, para que el Consejo Superior pueda “delegar” en el 



Departamento de Proveeduría o en las Administraciones Regionales el acto de adjudicación 



de determinados procedimientos de contratación pública (o algún otro acto administrativo 



propio de la materia de contratación), se requiere que haya alguna norma que permita tal 



delegación. 



 



Por su parte, hecha una revisión en la Ley General de Contratación Pública, no se 



encontró norma alguna que contemple la delegación del acto de adjudicación, por el 



contrario, su artículo 51 sólo hace referencia a que el acto final del procedimiento queda a 



cargo de “la persona u órgano que lo adopte”, y en lugar de establecer quiénes pueden ser 



esas personas u órganos, se limita a dar los parámetros necesarios para la validez del acto. 
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De esta manera, en la nueva legislación no se encontró alguna disposición que permita al 



Consejo Superior delegar los actos de adjudicación, sin que ello impida que cuando se cuente 



con el Reglamento a la Ley, se llegue a contar con una norma que sí faculte tal delegación. 



 



Incluso, conforme a una lectura del Proyecto de Reglamento (sometido a consulta 



pública desde el pasado mes de abril), podría ser que a futuro sí se cuente con esta 



posibilidad, toda vez que sus artículos 323 y 324 establecen: 



 



“Artículo 323. De la posibilidad de delegación. El máximo jerarca de la 



Institución podrá delegar la decisión final de los procedimientos de 



contratación pública, así como la firma del pedido u orden de compra, lo 



anterior, siguiendo las disposiciones del reglamento interno que se dicte al 



efecto; esta designación deberá recaer en un funcionario u órgano técnico 



idóneo, que deberá emitir sus actos con estricto apego a la normativa de 



contratación pública. La delegación se llevará a cabo de conformidad con 



los alcances de la Ley General de Contratación Pública, en su caso, la Ley 



de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos y 



la Ley General de la Administración Pública.” 



 



“Artículo 324. De las juntas de adquisiciones y comisión de recomendación 



de adjudicaciones. La Administración podrá contar con una junta de 



adquisiciones encargada de adoptar los actos finales en materia de 



contratación…” 



 



Si bien es cierto, las anteriores citas no corresponden a un reglamento vigente, sirven 



al menos como referencia de lo que podría llegar a dictar el próximo Reglamento a la Ley 



de Contratación Pública, y en caso de contar con ese texto (o alguno similar) el Poder Judicial 



contaría con norma habilitante para que el Consejo Superior pueda delegar algunos actos de 



adjudicación, ya sea en el Departamento de Proveeduría o en las Administraciones 



Regionales.  
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Igual suerte correrá cualquier otro acto administrativo propio de la materia de 



contratación que se desee delegar, es decir, siempre y cuando se tenga una norma que permita 



trasladar la competencia respectiva que resulte propia del Consejo Superior, en razón de lo 



dispuesto en el artículo 81 inciso 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, sería posible 



autorizar su delegación.   



 



Adicionalmente, mediante criterio No. C-217-2013 del 11 de octubre del 2013, la 



Procuraduría General de la República, señaló los requisitos indispensables para proceder con 



una delegación conforme a nuestro ordenamiento, al indicar que: 



 



"Empero, la posibilidad de delegar la competencia es limitada. Así, no 



pueden delegarse potestades delegadas. La delegación debe concernir parte 



de la competencia y esto en el tanto en que no se trate de la "competencia 



esencial del órgano, que le da nombre o que justifique su existencia”. O bien, 



porque para atribuir la competencia al delegante se ha tomado en cuenta la 



idoneidad para el desempeño del cargo. En ese sentido, para determinar si 



una determinada competencia puede ser delegada, el operador jurídico debe 



cuestionarse si dicha competencia se encuentra dentro de ese concepto, sea 



es esencial, es de las que justifica la existencia del órgano de que se trata, si 



cualquier otro funcionario es idóneo para desempeñar la competencia. O 



bien, si se está en presencia de potestades delegadas. 



Impone la ley que el delegado debe ser en favor del inmediato inferior, salvo 



disposición legal en contrario, funcionario que debe tener funciones de igual 



naturaleza que el delegante." 



 



Aplicando los anteriores requisitos a los actos finales en los procedimientos de 



contratación, se estima que no se genera obstáculo alguno, de manera que el único impedimento 



que se advierte de momento es la ausencia de una norma que permita delegar ese tipo de actos 
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en específico. Es así como, a criterio de esta Unidad Jurídica se cumplen los requisitos de la 



anterior cita, debido a que: a) un acto final (ya sea de adjudicación, desierto o infructuoso) en 



materia de contratación administrativa no es una competencia esencial de un órgano como el 



Consejo Superior del Poder Judicial, antes bien, constituye sólo un mecanismo para garantizar 



la satisfacción del interés y el servicio público que está llamado a prestar el Poder Judicial; b) 



por  su naturaleza, un acto final en contratación administrativa no es una labor especial o 



específica para la que haya sido creado el Consejo Superior, de manera que el dictado de esos 



actos no justifican en lo absoluto su existencia, siendo que ostenta responsabilidades de mayor 



importancia que sí constituyen su razón de ser (tal como puede apreciarse de una lectura integral 



del mismo artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial); c) es posible encontrar en la 



Institución oficinas idóneas para desempeñar esa misma competencia, ya que el Departamento 



de Proveeduría (por poner sólo un ejemplo) como oficina especializada en los procedimientos 



de contratación, cuenta con el nivel técnico suficiente para llevar a cabo los estudios 



correspondientes y determinar el tipo de acto final que debe dictarse en los distintos 



procedimientos de compras públicas; y d), el dictado de actos finales en contratación no 



corresponde a una potestad delegada en el Consejo Superior, sino que corresponde a uno más 



de los actos administrativos que puede realizar conforme a las competencias que le otorga la 



legislación. 



 



II.- Organización de actividades administrativas: 



 



Otra alternativa que, desde el punto de vista jurídico permitiría al Consejo Superior 



autorizar que el Departamento de Proveeduría, las Administraciones Regionales, o a una 



eventual Junta de Adquisiciones asuman el dictado de actos de adjudicación, conozcan cierto 



tipo de recursos, o algún otro acto que agote la vía administrativa o los coloque en posición de 



órgano decisor, corresponde no a un tema de “delegación de funciones” en sentido estricto, sino 



a un tema de organización interna, para lo cual el Consejo Superior tiene total competencia 



conforme al numeral 81 inciso 16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto establece: 



 



“Artículo 81.- Corresponde al Consejo Superior del Poder Judicial: 
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[…] 



16.- Dirigir, planificar, organizar y coordinar las actividades administrativas del 



Poder Judicial y proponer a la Corte, los reglamentos correspondientes.” 



 



Como puede verse en la anterior normativa, el Consejo Superior ostenta capacidad legal 



para tomar todas aquellas decisiones que permitan garantizar una mejor organización del 



aparato administrativo del Poder Judicial, de donde se sigue la posibilidad de reconocer la 



facultad de determinadas oficinas y autorizarlas para emitir ciertos actos administrativos 



tendientes a agilizar y hacer más eficientes las labores de corte administrativo (tales como la 



contratación pública).  



 



Si bien es cierto, podría pensarse que la organización de funciones en materia de 



contratación no corresponden al grupo de “actividades administrativas” de las que nos habla el 



citado inciso 16, sino que más bien pudiera considerarse que se contemplan de manera exclusiva 



en el inciso 10 del mismo artículo 81, no hay norma que regule de manera puntual la cuestión, 



por lo que se hace necesario llevar a cabo un análisis hermenéutico de la normativa que regula 



la materia, así como de criterios externados por la Procuraduría General de la República y la 



Contraloría General de la República. 



 



Es así como, a criterio de esta Unidad Asesora, los siguientes motivos permiten 



considerar que el Consejo Superior, como parte de su competencia para “dirigir, planificar, 



organizar y coordinar las actividades administrativas”, podría encomendar a otras dependencias 



el conocimiento y dictado de actos administrativos en distintas etapas de los procedimientos de 



contratación: 



 



a) Interpretación integral del ordenamiento para garantizar el fin público: 



 



Como punto de partida, interesa tener en cuenta la naturaleza propia de los 



procedimientos de contratación, y como éstos han sido diseñados (en términos generales) para 



la satisfacción de intereses públicos y el adecuado manejo del erario, lo que exige a su vez que 
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cualquier decisión que se tome en la materia garantice procedimientos ágiles, expeditos y 



acorde con la dinámica propia de la contratación administrativa, ya que en caso contrario no se 



lograrían los resultados que se esperan (dotar oportunamente a la Administración de bienes y 



servicios indispensables para la prestación del servicio público). 



En tal sentido, el numeral 10 de la Ley General de la Administración Pública, en 



relación con el artículo 4 y 16 de ese mismo cuerpo de normas, enfatizan en el deber de 



interpretar el ordenamiento de la manera que mejor garantice la realización del fin público. Al 



respecto, establecen las referidas normas: 



 



“Artículo 4º.-La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su 



conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar 



su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen 



legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los 



destinatarios, usuarios o beneficiarios.” 



 



“Artículo 10.- 



1. La norma administrativa deberá ser interpretada en la forma que mejor 



garantice la realización del fin público a que se dirige, dentro del respeto 



debido a los derechos e intereses del particular. 



2. Deberá interpretarse e integrarse tomando en cuenta las otras normas 



conexas y la naturaleza y valor de la conducta y hechos a que se refiere.” 



 



“Artículo 16.- 



1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la 



ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o 



conveniencia. 



2. El Juez podrá controlar la conformidad con estas reglas no jurídicas de 



los elementos discrecionales del acto, como si ejerciera contralor de 



legalidad.” 



 



Por su parte, la Procuraduría General de la República, mediante Dictamen No. C-119-



2021 del 6 de mayo de 2021, recordó acerca de la importancia de hacer una interpretación 



integral del ordenamiento, como mecanismo necesario para alcanzar los fines públicos 
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previstos en los distintos cuerpos normativos, además de enfatizar el deber de interpretar las 



normas de manera que se logren las consecuencias previstas por el ordenamiento: 



 



“No obstante, recordemos que las normas deben siempre ser interpretadas 



de manera integral con el resto del ordenamiento jurídico aplicable, 



interpretación que por demás debe ser razonable, lógica y dirigida a alcanzar 



el fin previsto por las diferentes disposiciones normativas (inteligencia de los 



artículos 10 y 16 de la Ley General de la Administración Pública). Sobre el 



particular, valga retomar lo que apunta nuestro reciente dictamen N° C-048-



2021 del 19 de febrero del 2021: 



 



“En primer lugar, es menester recordar que el Derecho Administrativo, por 



su naturaleza, es un derecho autónomo, cuyos principios y reglas son 



prevalentes sobre otros ordenamientos por estar destinado a normar el 



funcionamiento, actividad o prestación de servicios públicos de la 



Administración Pública, así lo expresa el artículo 9 de la Ley General de la 



Administración Pública, Ley N° 6227 del 02 de mayo de 1978. En virtud de 



ello, cuando el operador jurídico requiera interpretar la norma, la formula a 



aplicar esta cardinalmente establecida en el canon 10 de la Ley General de 



la Administración Pública…” 



   



Para enfatizar aún más en la necesidad de interpretar y aplicar el Derecho de manera tal 



que se logre el efecto previsto por el legislador, es decir, para no vaciar de contenido las normas, 



en esa misma oportunidad la Procuraduría General de la República retomó una opinión jurídica 



y un dictamen rendidos años atrás, para recordar que: 



 



“También esta Procuraduría ha indicado, con base en el artículo 10 



transcrito, que no es admisible la interpretación que conduzca a 



consecuencias distintas a las pretendidas por el legislador: 
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“De conformidad con los criterios que rigen la interpretación de las normas 



jurídicas administrativas, el intérprete jurídico debe dar prioridad a la 



interpretación teleológica.  Dispone el artículo 10.-1. de la Ley General de 



la Administración Pública: (…) Conforme lo cual resulta inválida la 



interpretación que tienda a desvirtuar la finalidad de la ley o bien, que 



produzca un efecto contrario al querido por el legislador. Criterio 



interpretativo que reafirma el artículo 10 del Código Civil, al disponer que 



se debe atender ‘fundamentalmente al espíritu y finalidad de ellas’”. (OJ-



100-2004 del 19 de agosto del 2004, reiterado en el dictamen C-349-2006 



del 30 de agosto del 2006).” (énfasis agregado).          



 



Tal como se indicó, la contratación administrativa está dispuesta como un mecanismo 



para facilitar el servicio público, y se torna de vital importancia para contar con bienes y 



servicios indispensables para tal cometido, lo que sumado a su dinamismo, exige agilidad en 



los trámites, por lo que la Administración está llamada a cumplir con los plazos para llevar a 



cabo cada etapa de los procesos de contratación. 



 



Vemos entonces que, para garantizar el cumplimiento de artículos como el 4, 10 y 16 



de la Ley General de la Administración Pública, conforme a los cuales es indispensable 



garantizar la continuidad, eficiencia y adaptación de los procesos (en este caso para responder 



a las nuevas exigencias de la Ley General de Contratación Pública), así como apegarse a 



criterios técnicos y principios elementales de lógica y conveniencia, el Poder Judicial está 



llamado a reorganizar sus funciones en caso de determinar que los procesos actuales no 



permitirían alcanzar esos mandatos legales. Y dado que el Departamento de Proveeduría 



advierte en su oficio que, como parte de la reforma, sería inmanejable que el Consejo Superior 



tenga que dictar todos los actos finales (además de otra serie de actos administrativos), lo cual 



acarrearía un incumplimiento de plazos y por ende una seria desmejora en los procesos de 



contratación (además de otras consecuencias), se hace necesario pensar en alternativas para no 



poner en riesgo los procesos de compra.  
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Por tal razón, si se determina que una interpretación “cerrada” del artículo 81 inciso 10 



de la Ley Orgánica del Poder Judicial pone en riesgo la agilidad intrínseca que demandan los 



procesos de contratación pública, no se encuentra motivo para apegarse a dicha interpretación, 



toda vez que, conforme se indicó supra, el ordenamiento debe verse de manera integral con 



miras a lograr la satisfacción del fin público y los principios del servicio público.  



 



b) Opinión Jurídica de la Contraloría General de la República: 



 



En aplicación de la normativa de la Ley General de la Administración Pública referida 



en el anterior apartado, la Contraloría General de la República indicó al Poder Judicial que, a 



su criterio, la materia de contratación administrativa corresponde a un tema de organización de 



actividades administrativas, y que por tanto puede autorizar a otras oficinas a realizar ciertos 



actos propios de esa materia. 



 



La anterior posición permite acudir al mismo artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder 



Judicial, pero en su inciso 16, tal como lo analizó la Contraloría General de la República 



mediante oficio No. DCA-2371 del 13 de julio de 2007, en el que se refirió a la posibilidad del 



Consejo Superior para delegar otros actos propios de contratación administrativa (reajustes de 



precio y materia sancionatoria), y consideró que, en apego de los artículos 4 y 10 de la Ley 



General de la Administración Pública, ello es posible: 



 



“En el presente caso tenemos que el inciso 16) del artículo 81 de la Ley 



Orgánica del Poder Judicial faculta al Consejo Superior a “dirigir, planificar, 



organizar y coordinar las actividades administrativas del Poder Judicial, y 



proponer a la Corte los reglamentos correspondientes”, razón por la cual es 



criterio de este Despacho que el Consejo Superior, por medio de su 



organización interna, bien puede establecer las disposiciones que considere 



pertinentes para organizar lo correspondiente a la materia de contratación 



administrativa, lo cual incluye lógicamente el conocimiento y resolución de 
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lo concerniente a los reajustes de precios y el conocimiento y resolución de 



las sanciones de apercibimiento e inhabilitación en esa materia. 



Dicha interpretación encuentra sustento en lo dispuesto en el artículo 10 de la 



Ley General de la Administración Pública, el cual establece que “La norma 



administrativa deberá ser interpretada en la forma que mejor garantice la 



realización del fin público a que se dirige, dentro del respeto debido a los 



derechos e intereses del particular” así como en lo dispuesto en el artículo 4 



de la Ley de Contratación Administrativa que “Todos los actos relativos a la 



actividad de contratación administrativa deberán estar orientados al 



cumplimiento de los fines, las metas y los objetivos de la administración, con 



el propósito de garantizar la efectiva satisfacción del interés general, a partir 



de un uso eficiente de los recursos institucionales.” (énfasis agregado) 



  



Vemos entonces que en efecto, el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 



contiene dos incisos relativos a la materia de contratación administrativa, lo que permite al 



Consejo Superior determinar cuáles competencias se reserva para su exclusivo conocimiento, 



y cuales autoriza para ser llevadas a cabo por parte de otras oficinas, ya sea mediante delegación 



(si legalmente fuera posible conforme a lo explicado en el punto I del presente criterio) o 



mediante simple organización de actividades administrativas. 



 



c) La Contratación Administrativa como un medio para alcanzar fines públicos: 



 



Conteste con lo indicado hasta el momento, la aplicación de las normas de la 



contratación administrativa, así como la organización de funciones para llevar a la práctica cada 



una de las etapas y actos necesarios en los procedimientos de compra y verificación contractual, 



deben verse como un instrumento que permitirá alcanzar los fines públicos encomendados a la 



Administración, dejando de lado cualquier interpretación restrictiva que coarte la celeridad 



indispensable en la materia, más aún si se toma en cuenta que con la pronta entrada en vigencia 



de la nueva legislación, muchos de los plazos se acortarán, lo que exige una reorganización de 



funciones para garantizar que se respetarán los plazos de ley. 
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El Tribunal Contencioso Administración y Civil de Hacienda, Sección VI, ha 



reconocido la importancia de los procesos de contratación como instrumentos para una 



adecuada prestación de servicios públicos: 



 



“De la Contratación Administrativa: El proceso de contratación 



administrativa es esencial en el quehacer de las administraciones públicas; no 



puede darse una eficaz y eficiente prestación de servicios públicos, o un fiel 



cumplimiento de los objetivos del Estado, si no se acude a la realización de 



contrataciones públicas. Los procedimientos, entonces, se requieren para 



cumplir oportunamente con la satisfacción de intereses públicos o 



institucionales.” (resolución N° 06-2019 de las diez horas y veinticinco minutos 



del veintiocho de enero del dos mil diecinueve). 



 



En similar sentido, el Tribunal Contencioso Administración y Civil de Hacienda, 



Sección IV también ha reconocido que la Administración Pública emplea diversos medios para 



cumplir los fines públicos, dentro de los que destaca los procedimientos de contratación, y 



conforme a la disposición del artículo 182 de la Constitución Política, concluyó que “De 



conformidad con dicha norma, la Administración Pública para alcanzar los fines establecidos 



en el ordenamiento jurídico y con el propósito de satisfacer de modo eficiente y oportuno sus 



requerimientos, habrá de acudir a los procedimientos de contratación administrativa…” 



(resolución N°089-2019 de las diez horas del diez de octubre del dos mil diecinueve). 



 



Así las cosas, el Poder Judicial (al igual que toda la Administración Pública en general) 



está llamado a implementar aquellas medidas que garanticen una aplicación eficiente de los 



procesos de contratación, de manera que si se advierte la necesidad de autorizar a algunas 



oficinas para que realicen actos de adjudicación u otros actos administrativos en distintas etapas 



de los procedimientos de compra, y evitar así la saturación de funciones en una única instancia 



(el Consejo Superior), lo que a la postre impediría cumplir los plazos y pondría en riesgo los 



procesos de adquisición de bienes y servicios, bien podría recomendarse alguna distribución de 





mailto:direccion_juridica@poder-judicial.go.cr








    
Área de 
Contratación Administrativa 



  
                       



 



Teléfonos: 2295-4685 y 2295-4660         Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr             Fax: 2295-4686 



 



17 



funciones que, sin menoscabar los mecanismos de control y transparencia, permitan una 



tramitación de los procesos de manera que se respete su propia naturaleza, sea, procesos ágiles 



y en cumplimiento de plazos legales.  



 



 



 



 



d) Jerarquía de las fuentes: 



 



Interesa también tener presente que en esta materia, si bien es cierto la Ley Orgánica 



del Poder Judicial contempla en su artículo 81 incisos 10 y 16 la potestad del Consejo Superior 



de conocer y organizar la materia de contratación, la aplicación de tales normas deben respetar 



a su vez la regulación específica que exista en cuanto a compras públicas, por lo que una vez 



más resulta evidente el deber de armonizar la distinta legislación de previo a tomar cualquier 



decisión en relación a laorganización de funciones. 



 



En este sentido, el artículo 5 de la Ley General de Contratación Pública establece en lo 



conducente que: 



“ARTÍCULO 5- Jerarquía de fuentes 



La jerarquía de las normas en contratación pública se sujetará al siguiente 



orden: 



a) Constitución Política. 



b) Instrumentos internacionales. 



c) Ley General de Contratación Pública. 



d) Ley 6227, Ley General de la Administración Pública, de 2 de mayo de 1978. 



e) Otras leyes.” 



 



De esta manera, se tiene que en materia de contratación administrativa, antes de acudir 



a la Ley Orgánica del Poder Judicial, prevalece la Ley General de Contratación Pública en 



primer término, y en segundo lugar la Ley General de la Administración Pública, todo lo cual 
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refuerza lo dicho hasta el momento, en cuanto a que el primer llamado es respetar los plazos y 



procedimientos instaurados en la nueva Ley, así como también hacer una lectura integral del 



ordenamiento para garantizar la satisfacción del fin público. 



 



El anterior orden coincide incluso con jurisprudencia contenciosa de vieja data, ya que 



por ejemplo, en la resolución No. 028-2013 de las catorce horas del diecinueve de febrero del 



dos mil trece, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, Sección VI, 



recordó que “…por tratarse de un asunto concerniente a un proceso de contratación 



administrativa, con base en el principio de especialidad normativa, siempre la norma especial 



prevalece sobre la general, en este caso la Ley de Contratación Administrativa y su 



Reglamento, prevalece sobre la Ley General de la Administración Pública…” 



 



Por tanto, en aplicación del principio de especialidad normativa, es preciso aplicar en 



primer orden la regulación propia de la Ley General de Contratación Pública (y su Reglamento, 



una vez que se cuente con él), de manera que prevalecen las disposiciones y principios allí 



contenidos, conforme a los cuales es preciso cumplir una serie de plazos y garantizar trámites 



ágiles y expeditos, por lo que, si una aplicación estricta de la Ley Orgánica del Poder Judicial 



impidiera esos objetivos, habrá de prevalecer la normativa especial de la contratación 



administrativa. 



 



De esta manera, una vez más se justifica la alternativa de autorizar a otras dependencias 



para que emitan ciertos actos administrativos, ya que tal como lo expone el Departamento de 



Proveeduría, bajo la proyección del volumen de trabajo que se prevé con la entrada en vigencia 



de la nueva legislación, no resulta viable concentrar todos los actos finales (entre otros) en el 



Consejo Superior.   



 



III.- Otras consideraciones: 



 



Nos parece además importante referirnos al planteamiento del Departamento de 



Proveeduría, en cuanto a que, una eventual autorización para que ciertas oficinas asuman 
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algunos actos de contratación administrativa, se haga en general para todos los procedimientos 



que hoy equivalen a escasa cuantía, ya que según comprendemos, ello implicaría trasladar los 



procedimientos de Licitaciones Reducidas (que contempla la nueva legislación) a otras 



instancias distintas al Consejo Superior. 



 



Si bien es cierto nada impide lo anterior, también es importante tener en cuenta que con 



lo que podríamos llamar de manera simple un cambio de “Contrataciones Directas” a 



“Licitaciones Reducidas”, se generará una modificación significativa en los límites 



económicos. Lo anterior por cuanto el tope económico que en la actualidad corresponde a las 



Contrataciones Directas, se duplicará “al convertirse” en Licitaciones Reducidas, esto para el 



caso de los procedimientos que no sean de obra pública, mientras que los que sí sean de obra 



pública verán triplicado su umbral. 



 



Por lo tanto, se recomienda valorar que el único parámetro a tomar en cuenta no es sólo 



el tipo de procedimiento, es decir, aunque podría pensarse en trasladar todas las funciones 



propias de las Licitaciones Reducidas en general, también es importante que el Consejo 



Superior valore la cuantía de las mismas, ya que bien podría decidir autorizar tales 



competencias pero limitado a una cuantía inferior al umbral económico propio de las 



Licitaciones Reducidas, todo lo cual desde luego deberá ser analizado y respaldado conforme 



al mejor criterio y recomendación a partir de la experiencia del Departamento de Proveeduría.  



 



En otro orden de ideas, se nos solicita especial criterio sobre la procedencia de que, en 



caso de llegar a instaurarse una Junta de Adquisiciones en el Poder Judicial, el Consejo Superior 



delegue en ella la competencia para asuntos que deban atenderse en condición de órgano 



decisor. Sobre el particular, sirva señalar que las reglas expuestas en el presente criterio resultan 



aplicables a este tema específico, ya que como se habrá podido apreciar, el criterio se emite en 



términos generales y sin circunscribirse sólo a determinado tipo de actos administrativos (los 



cuales a lo sumo son usados sólo a manera de ejemplo, pero sin que impida aplicar las reglas 



acá expuestas a otro tipo de actos). Por lo anterior, se omite desarrollar de manera específica lo 
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relativo a funciones de órgano decisor, y se debe comprender que tal consulta se atendió, ya 



que las alternativas brindadas en el presente criterio son aplicables también para esa materia.   



 



IV.- Recomendación final a valorar por los tomadores de decisiones: 



 



No obstante, debe tomarse en consideración que en materia de delegación, se delegaría 



las competencias, mas no la responsabilidad, por lo que el órgano delegante asumirá eventuales 



responsabilidades como propias, por cualquier conducta que realice el delegado (art. 91 LGAP), 



elemento que deberá ser tomado en consideración a la hora de tomar la respectiva decisión, 



máxime si como en este caso, podría traducirse eventualmente en una delegación no jerárquica.  



 



A mayor abundamiento, desde el punto de vista técnico, la delegación no puede ser 



permanente –si bien tenemos claro los antecedentes citados y el contenido del proyecto de 



reglamento– sino que nace para ser temporal. En este sentido, se ha dicho: 



 



“b) Transferencia temporal: Debe insistirse en el punto que la 



delegación es una transferencia provisional de una o varias competencias, 



desde luego, no puede ser permanente o definitiva, puesto que, ello reflejaría 



un problema de carácter organizacional y, más concretamente, de distribución 



de competencias. Precisamente, por ello el acto de delegación debe contener, 



entre otros aspectos, su duración y debería fijarse, legislativamente, un plazo 



máximo de vigencia que bien podría ser de doce meses -lapso que entendemos 



razonable y suficiente para mantenerla-, por lo que si excede del mismo y 



persisten las circunstancias que la motivaron el ente respectivo debe proceder 



a la reforma de la estructura organizativa -reforma del respectivo reglamento 



autónomo de organización-. c) Ejercicio de una competencia: Por la delegación 



se transfiere, únicamente, el ejercicio de una competencia no de su titularidad, 



motivo por el cual no supone pérdida de competencia para el superior, puesto 



que, ésta permanece en cabeza del mismo. Consecuentemente, la delegación es 



una excepción al principio del ejercicio de la competencia por su titular directo 
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y no al de irrenunciabilidad de la misma. Que el delegante conserva la 



titularidad de la competencia se ratifica si se repara en que éste puede revocar, 



en cualquier momento, la delegación (artículo 90, inciso a, LGAP)…” Tratado 



de Derecho Administrativo. Jinesta Lobo Ernesto. Página 464. 



 



 Conforme a lo anterior, retomando la consideración realizada respecto de la aplicación 



del numeral 81 inciso 16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, pareciera más recomendable, 



acudir a la figura de la desconcentración y no de la delegación, toda vez que esta tiene más 



permanencia y estabilidad. 



 



En este orden de ideas, el artículo 83 de la Ley General de la Administración Pública, 



dispone lo siguiente:  



  “Artículo 83.- 



1. Todo órgano distinto del jerarca estará plenamente subordinado a éste y al 



superior jerárquico inmediato, salvo desconcentración operada por ley o por 



reglamento. 



2. La desconcentración mínima se dará cuando el superior no pueda: 



a) Avocar competencia del inferior; y 



b) Revisar o sustituir la conducta del inferior, de oficio o a instancia de 



parte. 



3. La desconcentración será máxima cuando el inferior esté sustraído además, a 



órdenes, instrucciones o circulares del superior. 



4. La imposibilidad de revisar o sustituir la conducta del inferior hará presumir la 



potestad de avocar la misma y a la inversa. 



5. Las normas que crean la desconcentración mínima serán de aplicación 



restrictiva en contra de la competencia del órgano desconcentrado y las que 



crean la desconcentración máxima serán de aplicación extendida en su favor”. 



 



Al respecto, la doctrina nacional ha indicado: 



“…Podemos definir la desconcentración como la transferencia interorgánica y 
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definitiva, operada por ley o reglamento, de la titularidad y ejercicio de una 



competencia exclusiva que debilita o extingue, parcialmente, la relación 



jerárquica. Esta definición amerita la siguiente explicación: a) Transferencia 



interorgánica, por cuanto, se produce en el seno de una persona jurídica de 



derecho público y hacia el órgano desconcentrado. Precisamente, este rasgo 



permite distinguir la desconcentración de la descentralización, puesto que, la 



última supone una traslación de competencias de una persona jurídico-pública 



a otra -transferencia intersubjetiva- en tanto que la primera acontece en el 



ámbito interno de un mismo ente público. De otra parte, debe tenerse en 



consideración que la atribución de la competencia se le hace a un órgano 



(desconcentración orgánica) -el cual se encuentra conformado por el conjunto 



de competencias o atribuciones, los medios materiales y las personas que, 



respectivamente, las ejercen y los emplean- y no a un funcionario o agente 



público determinado. b) Transferencia definitiva porque, a diferencia de las 



otras técnicas de cambio de competencias, es permanente o definitiva -en tanto 



se encuentre vigente la norma objetiva legal o reglamentaria que desconcentra-



. El artículo 83, párrafo 1 LGAP, establece que la desconcentración puede 



producirse por ley o por reglamento. La doctrina recomienda que opere por vía 



de reglamento autónomo si el órgano tiene cobertura en una disposición 



general de igual naturaleza, o bien, ejecutivo si el órgano superior tiene base 



en una ley. Al tratarse de una transferencia definitiva de una competencia 



exclusiva se justifica, plenamente, que opere por vía de ley o reglamento, a 



diferencia de la rigidez que tal requisito le imprime a otras formas de cambio 



de competencias…” 



 



“…Es importante resaltar, que la desconcentración puede ser funcional 



o de servicios o bien territorial, en el primer caso se desconcentran 



competencias exclusivas por razones técnicas, de eficacia y eficiencia, 



imparcialidad y objetividad administrativas en un órgano determinado. La 



desconcentración territorial, suele coincidir con el fenómeno de la 
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regionalización administrativa para evitar el excesivo centralismo de los 



servicios en un solo ámbito geográfico y acercarlos a los administrados, para 



lo cual se redistribuyen competencias en una serie de órganos periféricos (v. 



gr. las direcciones o divisiones regionales de cada Ministerio o ente público 



descentralizado institucional) …” (Tratado de Derecho Administrativo. Jinesta 



Lobo Ernesto. Páginas 488 y 489).  



 



Consecuentemente, resulta más acorde a la técnica aplicar la figura de la 



desconcentración, la cual operaría, con un reglamento autónomo que así lo permita en el Poder 



Judicial y conforme lo indicado en el numeral 81 inciso 16 de la Ley Orgánica del Poder 



Judicial. Para efectos de formalizar el referido reglamento autónomo, se deberá seguir el 



procedimiento y cumplir los requisitos establecidos mediante Circular de la Secretaría General 



de la Corte No. 68-2022, del 20 de abril del año en curso. En el tanto esto suceda, podría 



emplearse temporalmente la delegación mas en el entendido de que la misma no implica la 



transferencia de la titularidad de la competencia, ni de su responsabilidad como tal.   



 



Por último, esta Dirección estima oportuno recordar a la instancia solicitante, que en 



aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, 



contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de 



Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 



2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos 



generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración que 



legalmente compete al órgano administrativo decisor consultante, en virtud de lo cual, 



cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es 



competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes. 



 



IV.- Conclusiones: 



 



Conforme al análisis que antecede, considera esta Dirección Jurídica que: 
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1) En materia de contratación administrativa es posible aplicar tanto la figura de 



delegación de funciones, como la organización de actividades administrativas por parte 



del Consejo Superior. En el primer caso, cualquier decisión que se tome se ampararía 



en el artículo 81 inciso 10 de la Ley Orgánica del Poder Judicial -con las advertencias 



realizadas ut supra-; y en el segundo supuesto, sería conforme al inciso 16 de ese mismo 



numeral. 



 



2) Para el caso de delegación de competencias en materia de contratación administrativa 



(sean estos actos de adjudicación, recursos, los que agoten la vía administrativa o 



cualquier otro bajo el mejor criterio del Consejo Superior), es indispensable contar con 



una norma que permita tal delegación, ya que por tratarse de un órgano colegiado, se 



requiere que mediante ley o reglamento se contemple la posibilidad de delegar el acto 



administrativo que en específico se desee trasladar. Por tanto, cualquier delegación de 



funciones en este sentido deberá realizarse especificando cuál es la norma que habilita 



para ello. 



 



3) Toda decisión de delegación de funciones o acuerdos de organización de actividades 



administrativas que adopte el Consejo Superior deberá hacerse con miras a garantizar 



la celeridad y eficiencia en los procedimientos de contratación administrativa, la 



satisfacción del interés público, respetando en todo momento los principios propios de 



la materia y sin desmejorar los controles en el quehacer de los procesos de compra. 



 



4) Es posible que una eventual autorización para que otras oficinas asuman actos de 



contratación administrativa, se haga valorando el umbral económico de las Licitaciones 



Reducidas, de manera que el Consejo Superior permita que conozcan todos los actos 



correspondientes a ese tipo de procedimiento, o bien, sólo cuando se trate de compras 



con algún valor inferior al respectivo umbral.  



 



5) Resulta más acorde a la técnica aplicar la figura de la desconcentración, la cual operaría, 



con un reglamento autónomo que así lo permita en el Poder Judicial. En el tanto esto 
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suceda, podría emplearse temporalmente la delegación mas en el entendido de que la 



misma no implica la transferencia de la titularidad de la competencia, ni de su 



responsabilidad como tal.  Lo anterior, conforme el numeral 81 inciso 16 de la Ley 



Orgánica del Poder Judicial. 



Advertencias: 



•El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento 



jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y 



conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras 



correspondientes.  



•No se advierte incompatibilidad, conflicto ético o de interés, para la emisión del presente criterio, en tanto 



que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún 



tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del criterio. 



•El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad 



requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección. 



Atentamente, 



 



 



 



 



 



______________________________         ___________________________________ 



     Lic. Juan Carlos Orozco Quirós                                     Lic. Alberto Mora Vega 



                  Asesor Jurídico               Coordinador a.i. Área Contratación Administrativa 



 



 



 



 



 



 



 



_________________________________ 



MSc. Rodrigo A. Campos Hidalgo 



Director Jurídico 
c: Ref: 1024-2022.- 



jucar.- 
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San José, 29 de julio de 2025 



Criterio N° 522-DJ/CAD-2025 



Al contestar refiérase a este # de criterio 



 



 



Licenciada  



Adriana Esquivel Sanabria, Jefa ai. 



DEPARTAMENTO DE PROVEEDURÍA  



S.          D.  



 



 



 



Estimada señora: 



 



 



En atención a su oficio No. 1491-USE-DP/61-2025 del 21 de julio del 2025, 



mediante el cual nos solicita indicar si es necesario modificar la delegación acordada por el 



Consejo Superior en sesión N° 29-2023 celebrada el 13 de abril de 2023, artículo XIII, 



específicamente en cuanto dispuso que, la resolución de los recursos de revocatoria contra 



el acto final en los procedimientos de contratación, fueran resueltos por la jefatura del 



Departamento de Proveeduría, nos permitimos atender la solicitud en los siguientes 



términos. 



 



En efecto, el referido acuerdo delegó en el Departamento de Proveeduría el 



conocimiento y resolución de los recursos de revocatoria que se presentaran contra los actos 



finales que dicte el Consejo Superior en los procedimientos de contratación.  



 



Lo anterior conlleva a que un Departamento, que por escala jerárquica es inferior a 



ese órgano colegiado, pueda dejar sin efecto o modificar lo acordado por el Consejo 



Superior, ya que por ejemplo, podría ser que, al momento de atender un recurso de 



revocatoria, la Proveeduría decida readjudicar el procedimiento, lo que significaría variar lo 



dispuesto por un órgano superior a ese departamento. 
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De esta manera, lleva razón la Proveeduría en indicar (en el oficio 1491-USE-DP/61-



2025) que esa práctica contradice la regla del numeral 139 del Reglamento a la Ley General 



de Contratación Pública, el cual dispone que “La declaratoria de infructuoso, de desierto o 



readjudicación deberá ser dictada por el mismo funcionario u órgano que tiene la 



competencia para adjudicar, según lo establecido en la Ley General de Contratación 



Pública.”, toda vez que si la Proveeduría, al momento de resolver un recurso de revocatoria, 



decide que se debe readjudicar un concurso que inicialmente había sido adjudicado por el 



Consejo Superior, no se cumpliría el mandato de que, quien adjudicó, dicte la readjudicación, 



contraviniendo así la norma de comentario y el principio de legalidad. 



 



Aún más, el artículo 99 de la Ley General de Contratación Pública es claro en 



disponer que, en estos casos “El recurso deberá ser conocido por el órgano que emitió el 



acto final…”. 



 



De esta manera, resulta claro que, conforme a nuestra legislación, no es correcto 



haber delegado esa función en el Departamento de Proveeduría, ya que no hay norma 



habilitante que permita tal traslado de funciones y responsabilidades, sino que, por el 



contrario, la normativa es clara en señalar que la resolución de recursos de revocatoria recae 



en quien haya emitido el acto final. 



 



De esta forma, las alternativas legales posibles son: 



  



1) Modificar la delegación de funciones bajo análisis, para que tal competencia esté 



reservada para quien emita el acto final, de manera que si el Consejo Superior es 



quien emite ese acto, sea ese mismo cuerpo colegiado el que resuelva los recursos 



de revocatoria. 



 



2) Valorar la conveniencia de delegar en el Departamento de Proveeduría el dictado 



de algunos de los actos finales de los procedimientos de contratación que en la 



actualidad realiza el Consejo Superior, ya que en caso de que esa competencia le 
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sea delegada, ostentará también (y de inmediato) la competencia para resolver los 



recursos de revocatoria. 



 



Por lo anterior, se recomienda determinar cuál de ambas alternativas resultan más 



convenientes a nivel institucional, y se aprovecha la consulta para recalcar que no es 



adecuado que el Departamento de Proveeduría atienda (y menos aún readjudique) recursos 



de revocatoria que signifiquen entrar a valorar actos finales acordados por el Consejo 



Superior, por lo que urge aplicar alguna de las soluciones de referencia. 



 



Por último, esta asesoría jurídica estima oportuno recordar a la instancia solicitante 



del criterio, que en aplicación de lo dispuesto en el “Reglamento de la Dirección Jurídica del 



Poder Judicial”  (aprobado por la Corte Plena en la Sesión N° 47-14 del día 06 de octubre 



de 2014, Artículo XXXIII, y publicado en la Circular N° 251-2017), debe entenderse que 



esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los 



alcances de la legislación vigente y aplicable, y no sustituye la valoración específica que 



legalmente corresponde al órgano administrativo consultante, en virtud de lo cual, cualquier 



valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las 



unidades tramitadoras, decisoras y ejecutoras correspondientes. 



Advertencias: 



•El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento 



jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y 



conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras 



correspondientes.  



•El presente criterio se emite con base en la información suministrada mediante el oficio N° 1491-USE-DP/61-



2025 del 21 de julio de 2025. Por lo anterior, no le corresponde a este órgano asesor la responsabilidad por 



la veracidad o imprecisión de dicha información.  



•No se advierte incompatibilidad, conflicto ético o de interés, para la emisión del presente criterio, en tanto 



que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún 



tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del criterio. 
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•El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad 



requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección. 



 



Atentamente,  



 



 



 



 
 



______________________________         ___________________________________ 



       Lic. Juan Carlos Orozco Quirós                                  Lic. Alberto Mora Vega 



                  Asesor Jurídico                    Jefe a.i. Área de Contratación Administrativa 



 



 



 



 



 



 



 



_________________________________  



MSc. Rodrigo A. Campos Hidalgo 



Director Jurídico  
 



 



 



Refs:  1213-2025.- 



c:  Diligencias.-  
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                    Corte Suprema de Justicia[image: ]





                           Secretaría General


San José, 17 de abril de 2023


N° 3132-2023


Al contestar refiérase a este # de oficio








[bookmark: _Hlk130386421][bookmark: _Hlk130818429]Señora


Máster Ana Eugenia Romero Jenkins


Directora Ejecutiva 





Estimada señora:








Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 29-2023 celebrada el 13 de abril de 2023, que literalmente dice:





[bookmark: _Toc132114536][bookmark: _Toc132122102]“ARTÍCULO XIII 





Documento N° 3261-2023





	La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, el máster Rodrigo Campos Hidalgo y la licenciada Adriana Esquivel Sanabria, Jefa del Departamento de Proveeduría, en oficio N° 0884-DP/61-2023 de 23 de marzo de 2023, remitieron lo siguiente:





[bookmark: _Hlk109202818]“Con relación a la entrada en vigor de la Ley General de Contratación Pública N° 9986, nos permitimos trasladar la tercera propuesta de delegación para las principales actividades del proceso de contratación que involucran a oficinas externas a la Proveeduría, la cual fue realizada por el equipo de trabajo del Proyecto de implementación de acciones de mejora, modificación y adaptación institucional a la nueva Ley N° 9986, denominada “Ley General de Contratación Pública”, el abogado del Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual y la Jefatura del Departamento de Proveeduría, con el propósito de que sea valorada y se ponga en conocimiento del Consejo Superior, para su eventual aprobación según se acuerde. 





Se detalla lo solicitado en el oficio adjunto:





1. Aprobación de las siguientes propuestas de organización de actividades administrativas para las principales gestiones del proceso de contratación, que involucran a las diferentes oficinas que gestionan compras públicas:





1. Aprobación de la prórroga para dictar el acto final regulado en el artículo 140 del RLGCP.





1. Aprobación del trámite de arrendamientos normado en los numerales 67 de la Ley y 167 del RLGCP.





1. Emisión y aprobación de la decisión inicial para el trámite de procedimientos extraordinarios normados en los artículos 64 y 65 de la Ley y del 157 al 165 del RLGCP y procedimientos especiales regulados en los artículos 66 y 67 de la Ley y 166 y 167 del RLGCP.





1. Aprobación de la recomendación del acto final de procedimientos extraordinarios normados en los artículos 64 y 65 de la Ley y del 157 al 165 del RLGCP y procedimientos especiales regulados en los artículos 66 y 67 de la Ley y 166 y 167 del RLGCP.





1. Aprobación de la resolución final de los recursos de objeción y revocatoria reglados en los artículos 86 al 99 de la Ley y 241 al 271 del RLGCP.





1. Aprobación de la recomendación de fiscalización de procedimientos extraordinarios y especiales en el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual.





1. Aprobación para utilizar el procedimiento de excepción para la contratación de bienes o servicios artísticos, culturales e intelectuales y para la contratación de reparaciones indeterminadas.





1. Investigación preliminar y eventual responsabilidad disciplinaria en caso de que la Administración decida una modificación o prórroga adicional a las dos ocasiones establecidas.





1. Aprobación de la firma del pedido u orden de compra.








1. Aprobación de las siguientes propuestas de organización de actividades administrativas para las principales gestiones del proceso de contratación que corresponden al Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual:





1. Aprobación y denegación de prórrogas facultativas al plazo de ejecución, suspensiones y modificaciones de plazo.





1. Declaratoria de la caducidad en la ejecución contractual.





Cabe señalar que esta propuesta fue analizada en forma conjunta por el Departamento de Proveeduría, Dirección Ejecutiva y Dirección Jurídica, quienes nos encontramos de acuerdo con el planteamiento que se expone.”














- 0 –





Se acordó: 1.) Acoger la gestión presentada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, el máster Rodrigo Campos Hidalgo y la licenciada Adriana Esquivel Sanabria, por su orden, Directora Ejecutiva, Director Jurídico y Jefa del Departamento de Proveeduría, en oficio N° 0884-DP/61-2023 de 23 de marzo de 2023, en consecuencia, aprobar la tercera propuesta de delegación para las principales actividades del proceso de contratación que involucran a oficinas externas a la Proveeduría, conforme se señala. Lo anterior, con relación a la entrada en vigor de la Ley General de Contratación Pública N° 9986. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual.





El Departamento de Proveeduría, la Dirección Ejecutiva y la Dirección Jurídica tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”








Atentamente, 

















Jonathan Aguilar Gómez


Prosecretario General a.i


Secretaría General de la Corte





Cc:


Dirección Jurídica


Departamento de Proveeduría


Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual


Diligencias / Refs: (11963-2019 / 3261-2023) 


pcastros
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      San José, 23 de marzo de 2023 




 
Señora 




MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins 




Directora Ejecutiva 




Correo electrónico 




           
              
 




Asunto: Tercera propuesta para la organización de 
actividades administrativas por parte del 
Consejo Superior 




 
 




Estimada señora: 




 




Con relación a la entrada en vigor de la Ley General de Contratación Pública N° 9986 (LGCP) del 01 




de diciembre de 2022, nos permitimos presentar una tercera propuesta para la atención de otras actividades 




del proceso de contratación que involucran a las diferentes oficinas que gestionan compras públicas, esto 




con el propósito de que sea valorada y de que, si así lo estima esa Dirección, se ponga en conocimiento del 




Consejo Superior.  




 




Cabe señalar que esta propuesta fue analizada en forma conjunta con las Jefaturas del Proceso de 




Adquisiciones y Proveeduría Judicial, quienes han autorizado el planteamiento expuesto más adelante, 




tomando como base el oficio N° 2935-DP/61-2022 referente a la primera propuesta para la organización de 




actividades administrativas por parte del Consejo Superior de fecha 16 de setiembre de 2022, del cual se 




desprendió la delegación formal de esas actividades mediante acuerdo del Consejo Superior, en sesión N° 




98-2022 celebrada el 11 de noviembre de 2022, artículo I. 




 




Adicional a lo anterior, con fundamento en el criterio jurídico N° 431-DJ/CAD-2022 del 6 de 




setiembre de 2022, sobre la delegación por parte del Consejo Superior de algunos de los asuntos 




correspondientes a diferentes etapas de los procedimientos de contratación pública, donde fue del criterio 




de la Dirección Jurídica, que el Consejo Superior ostenta capacidad legal para tomar todas aquellas 




decisiones que permitan garantizar una mejor organización del aparato administrativo del Poder Judicial, de 
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donde se sigue la posibilidad de reconocer la facultad de determinadas oficinas y autorizarlas para emitir 




ciertos actos administrativos tendientes a agilizar y hacer más eficientes las labores de corte administrativo. 




 




Cabe señalar que, en ese criterio, se concluyó que para el caso que nos ocupa, resulta más acorde 




a la técnica, que el Poder Judicial aplique la figura de la desconcentración, la cual operaría, en el tanto 




exista un reglamento autónomo que así lo permita, mismo que ya se solicitó confeccionar al equipo de 




trabajo del Proyecto. Considerando lo anterior, y que mientras se dispone de este, puede emplearse 




temporalmente la delegación, en el entendido de que la misma no implica la transferencia de la titularidad 




de la competencia, ni de su responsabilidad como tal. Lo anterior, conforme el numeral 81 inciso 16 de la 




Ley Orgánica del Poder Judicial.  




 




Por lo tanto, y considerando que ya entró en vigor la nueva Ley General de Contratación Pública N° 




9986 (en adelante LGCP) y que resulta imperante disponer de un procedimiento eficiente para atender la 




resolución de los actos finales que se emiten en materia de contratación pública a nivel institucional, a 




continuación, se desarrolla la propuesta para la organización de actividades administrativas para el trámite 




de la prórroga para dictar el acto final regulado en el artículo 140 del RLGCP, trámite de compra y 




arrendamientos de bienes inmuebles normados en los numerales 67 de la Ley y 167 del RLGCP, atención 




de la resolución final de los recursos de objeción y revocatoria reglados en los artículos 86 al 99 de la Ley y 




241 al 271 del RLGCP, el trámite de procedimientos extraordinarios normados en los artículos 64 y 65 de la 




Ley y del 157 al 165 del RLGCP y el trámite de procedimientos especiales regulados en los artículos 66 y 67 




de la Ley y 166 y 167 del RLGCP. 




 




Importante indicar que al igual que las dos propuestas anteriores, esta medida es paliativa, 




empleando para ello y de forma temporal, la facultad de la delegación, esto hasta tanto se cuente con el 




reglamento autónomo para implementar la figura de la desconcentración de funciones conforme lo 




recomendado por la Dirección Jurídica,  lo anterior como ya se indicó, con el fin de enfrentar la entrada en 




vigencia de la Ley, sin causar una afectación a la actividad de contratación pública y su ejecución 




presupuestaria, en la cual se vea comprometido el cumplimiento del fin público, al dotar al Poder Judicial de 




los bienes y servicios necesarios para su correcto funcionamiento. 




 




El criterio legal mencionado y sus conclusiones se pueden consultar con mayor amplitud, en el 




documento que se adjunta a continuación: 







mailto:proveeduria@Poder-Judicial.go.cr











 
 




 
Oficio N° 0883-DP-DJ/61-2023 




 
 




   




TELÉFONO:  2295-3121           proveeduria@Poder-Judicial.go.cr FAX: 2221-8983 




 




“Justicia: Un pilar del desarrollo” 




 Página 3 de 18 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




 




431-DJ-22 




distribución de competencias en Contratación.pdf
 




  




1. Aprobación de la prórroga para dictar el acto final regulado en el artículo 140 del RLGCP 
 




El numeral 140 del Reglamento a la Ley General de Contratación Pública (LGCP) establece que el 




plazo para dictar el acto final será el dispuesto en el pliego de condiciones, y que, en ningún caso, este 




podrá ser superior al doble del plazo fijado en el pliego de condiciones para la recepción de ofertas.  




 




Asimismo, regula que únicamente en casos excepcionales y mediante acto debidamente motivado, 




se podrá prorrogar hasta por un plazo igual al de recibir ofertas, acto que deberá ser suscrito por el superior 




jerárquico o a quien éste delegue para dictar el acto final e incorporado en el sistema digital unificado. 




 




Dado lo anterior, la propuesta es que esta prórroga sea suscrita conforme lo que se estableció en el 




oficio N° 2935-DP/61-2022 referente a la primera propuesta para la organización de actividades 




administrativas por parte del Consejo Superior de fecha 16 de setiembre de 2022, propiamente para el 




dictado del acto final de los procedimientos, a excepción de los actos finales que dicta el Consejo Superior, 




esto tomando en consideración que los plazos que trae la nueva normativa son muy limitados y que la 




agenda de dicho Consejo es muy ajustada, pues deben conocer diversos asuntos de interés institucional, 




por lo que se recomienda que sea asumido por la jefatura de cada Subproceso a cargo de la contratación 




en el caso del Departamento de Proveeduría y por el Administrador a cargo de cada Administración 




Regional. 




 
 




2. Aprobación del trámite de compra y arrendamiento de bienes inmuebles normado en los 
numerales 67 de la LGCP y 167 del RLGCP 




 
De conformidad con lo normado en el numeral 67 de la LGCP propiamente en el inciso d), la 




Administración podrá arrendar y adquirir bienes inmuebles, sin emplear procedimientos ordinarios, para lo 




cual se requerirá un acto motivado adoptado por el máximo jerarca o quien este delegue, cuyo acto deberá 




contener un estudio que demuestre que la opción seleccionada es la más rentable y viable, un avalúo 




elaborado por el órgano especializado de la Administración respectiva o en su defecto por la Dirección 




General de Tributación u otra entidad pública competente que defina el precio del arrendamiento, así como 




un estudio de mercado que lleve a determinar la idoneidad del bien que se pretende arrendar. 
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De igual manera, el numeral 167 del Reglamento a la Ley General de Contratación Pública, 




establece que el estudio técnico que demuestre que la opción seleccionada es la más rentable y viable, 




deberá contar con la aprobación del máximo jerarca o quien este delegue.  




 




Dado lo anterior, al ser la oficina usuaria la que ostenta el conocimiento técnico de la compra o 




arrendamiento que se pretenda realizar, se considera que debe ser la jefatura de la unidad solicitante a 




quien se delegue la aprobación del estudio técnico que demuestre que la opción seleccionada es la más 




rentable y viable, con el propósito de respaldar el proceder por parte de las oficinas que deban recurrir a 




esta figura. 




 
 




3. Emisión y aprobación de la decisión inicial para el trámite de procedimientos extraordinarios 
normados en los artículos 64 y 65 de la Ley y del 157 al 165 del RLGCP y procedimientos 
especiales regulados en los artículos 66 y 67 de la Ley y 166 y 167 del RLGCP 




 
 




Respecto a la emisión y aprobación de la decisión Inicial, como es sabido, en la normativa anterior y 




por disposición institucional, solamente los procedimientos licitatorios y las contrataciones por excepción 




bajo la figura de oferente único requerían decisión inicial. Con la nueva normativa, todo procedimiento de 




contratación pública requiere de una decisión inicial, la cual deberá ser suscrita por el jerarca de la 




Institución, quien podrá delegar tal actuación. 




 




Sin embargo, es importante indicar que, en la primera delegación, para los procedimientos 




extraordinarios y especiales no se contemplaron las actividades para la aprobación de la recomendación del 




acto final del procedimiento y de la fiscalización de procedimientos en el Subproceso de Verificación y 




Ejecución Contractual (en adelante VEC), por lo que se detallan más adelante, tomando como base las 




delegaciones realizadas para los procedimientos ordinarios. 




 




Los procedimientos especiales contenidos en los artículos 66 y 67 de la Ley y 166 y 167 del RLGCP 




que son utilizados en la Institución, son las contrataciones de urgencia y la compra y arrendamiento de 




bienes inmuebles. 




 




De igual manera, es importante señalar que los procedimientos extraordinarios normados en los 




artículos 64 y 65 de la LGCP y del 157 al 165 del RLGCP, son el remate y la subasta inversa electrónica y 
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que, aunque estos no son usuales dentro de los trámites que realiza la Institución, se considera necesario 




incluirlos previendo que en algún momento se requiera el uso de estas figuras. 




 




Tabla N° 1 




Decisión Inicial para procedimientos extraordinarios y especiales 




Tipo de procedimiento Responsable de suscribir y aprobar 




Procedimientos extraordinarios y especiales 
contenidos en los umbrales de licitación 
mayor de obra. 




Jefe de la unidad solicitante y Dirección Ejecutiva con 
proyecto de resolución elaborado por la Dirección 
Jurídica. 
 
Estimación superior a ¢ 712.166.540,00 y según se 
actualice cada año.  




Procedimientos extraordinarios y especiales 
contenidos en los umbrales de licitación 
mayor de bienes y servicios. 




Jefe de la unidad solicitante. 
 
Estimación superior a ¢ 264.519.083,00 y según se 
actualice cada año. 




Procedimientos extraordinarios y especiales 
contenidos en los umbrales de licitación 
menor de obra. 




Jefe de la unidad solicitante y Dirección Ejecutiva con 
proyecto de resolución elaborado por la Dirección 
Jurídica. 
 
Estimación igual o inferior a ¢ 712.166.540,00 pero 
superior a ¢ 178.041.690,00 y según se actualice cada 
año. 




Procedimientos extraordinarios y especiales 
contenidos en los umbrales de licitación 
menor de bienes y servicios. 




Jefe de la unidad solicitante. 
 
Estimación igual o inferior a ¢ 178.041.690,00 pero 
superior a ¢ 66.129.771,00 y según se actualice cada 
año.  




Procedimientos extraordinarios y especiales 
contenidos en los umbrales de licitación 
reducida (obra, bienes y servicios) 




Jefe de la unidad solicitante. 
 
Obra: Estimación igual o inferior a ¢178.041.690,00 y 
según se actualice cada año. 
 
Bienes y servicios: Estimación igual o inferior a ¢ 
66.129.771,00 y según se actualice cada año.  
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Compra y arrendamiento de bienes 
inmuebles 




Jefe de la unidad solicitante y Dirección Ejecutiva con 
proyecto de resolución elaborado por la Dirección 
Jurídica. 
 
Independientemente de la cuantía. En la decisión inicial 
deberá hacerse referencia al acto motivado para el uso 
de esta figura, así como avalar el estudio técnico que 
demuestre que la opción seleccionada es la más rentable 
y viable. 




Fuente: Elaboración propia 




 
 




4. Aprobación de la recomendación del acto final de procedimientos extraordinarios normados en 
los artículos 64 y 65 de la Ley y del 157 al 165 del RLGCP y procedimientos especiales regulados 
en los artículos 66 y 67 de la Ley y 166 y 167 del RLGCP 




 




Como se mencionó en el apartado anterior, en la primera delegación, para los procedimientos 




extraordinarios y especiales no se contemplaron las actividades para la aprobación de la recomendación del 




acto final del procedimiento y de la fiscalización de procedimientos en el Subproceso de Verificación y 




Ejecución Contractual, por lo que se detallan más adelante, tomando como base las delegaciones 




realizadas para los procedimientos ordinarios. 




 




Por lo tanto, considerando lo indicado y con la intención de mantener un esquema de trabajo similar 




al que se realiza en los procedimientos ordinarios, se propone que, los procedimientos extraordinarios y 




especiales contenidos en el umbral de las licitaciones mayores y menores, las apruebe el Consejo Superior. 




En cuanto a los procedimientos contenidos en el umbral de las licitaciones reducidas, que sean aprobadas 




por el Departamento de Proveeduría con una división interna por cuantías y consecuentemente por las 




Administraciones Regionales en los casos que corresponda.  




 




Lo anterior, implica que no hay mayor variación en cuanto a la cantidad de trámites que se deben 




asumir respecto de lo que se manejaba con la normativa anterior, por lo que a continuación se detalla la 




propuesta en la siguiente tabla: 
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Tabla N° 2 




Aprobación de la recomendación del acto final para procedimientos extraordinarios y especiales 




Tipo de procedimiento Responsable 




Procedimientos extraordinarios y especiales 




contenidos en el umbral de licitación mayor 




Consejo Superior 
 
Obra: Estimación superior a ¢ 712.166.540,00 y según se 
actualice cada año. 
 
Bienes y servicios: Estimación superior a ¢ 
264.519.083,00 y según se actualice cada año. 




Procedimientos extraordinarios y especiales 




contenidos en el umbral de licitación menor 




Consejo Superior 
 
Obra: Estimación igual o inferior a ¢ 712.166.540,00 pero 
superior a ¢ 178.041.690,00 y según se actualice cada 
año. 
 
Bienes y servicios: Estimación igual o inferior a ¢ 
264.519.083,00 pero superior a ¢66.129.771,00 y según 
se actualice cada año.  




Procedimientos extraordinarios y especiales 




contenidos en el umbral de licitación reducida 




de obra 




Consejo Superior. Estimación superior a ¢66.129.771,00 
(umbral superior de los bienes y servicios de licitación 
reducida) y según se actualice cada año. 
 




Procedimientos extraordinarios y especiales 




contenidos en el umbral de licitación reducida 




de bienes y servicios, así como el restante de 




obra 




Departamento de Proveeduría y Administraciones 
Regionales según corresponda: 
 
En el Departamento de Proveeduría, las cuantías se 
trabajarían de la siguiente forma: 
 
Jefatura de Subproceso y Coordinación de Unidad, así 
como el Administrador Regional: Estimación igual o 
inferior a ¢15.000.000,00. 
 
Jefatura del Proceso de Adquisiciones: Estimación 
superior a ¢15.000.000,00 hasta ¢30.000.000,00 
inclusive. 
 
Jefatura de Departamento: Estimación superior a 
¢30.000.000,00 hasta el límite de la licitación reducida 
sea ¢66.129.771,00 inclusive y según se actualice cada 
año. 




      Fuente: Elaboración propia 
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Cabe señalar que, como se indicó en las propuestas anteriores, en razón de que la nueva Ley exige 




plazos de atención más imperiosos en algunas de las etapas del procedimiento de contratación, es que 




resulta necesario que el Consejo Superior conozca el acto final con atención prioritaria, siendo 




indispensable y sin excepción que el acuerdo quede en firme en la misma sesión, lo anterior, tomando en 




cuenta que la normativa en estudio regula en el artículo 51, párrafo tercero, que si transcurrido el plazo de 




seis meses, contado a partir del vencimiento de la prórroga, no se ha emitido el primer acto final, operará la 




caducidad del procedimiento, aunado a que ahora el acto final solo se puede prorrogar por el mismo plazo 




que se tiene para recibir ofertas, es decir, se reduce a la mitad en comparación con el establecido en la 




normativa vigente. 




 




Adicionalmente, para el caso de las modificaciones contractuales que se tramiten al amparo del 




artículo 101, es decir la ampliación de los proyectos, deberán ser designadas al mismo órgano que dictó el 




acto de adjudicación original, sin necesidad de que previamente sea del conocimiento de la Dirección 




Ejecutiva para su trámite.  




 
 




5. Aprobación de la resolución final de los recursos de objeción y revocatoria reglados en los 
artículos 86 al 99 de la Ley y 241 al 271 del RLGCP 




 
 




En cuanto a la tramitología de recursos, con el propósito de brindarle legalidad y veracidad al 




accionar de la Administración en la atención de estos, en la primera propuesta presentada por parte del 




equipo de trabajo del Proyecto, se subsanó el procedimiento que se había venido aplicando, donde los 




recursos habían sido resueltos en su totalidad por personal administrativo del Departamento de Proveeduría 




y Administraciones Regionales, siendo estos incompetentes para esa labor, por lo que en la actualidad 




quien realiza la recomendación legal de estos recursos es el Área de Contratación Administrativa de la 




Dirección Jurídica en su condición de asesoría legal por resultar prudente y jurídicamente lo correcto. 




 




Aunado a lo anterior y con el objetivo de darle una atención adecuada al abordaje de los recursos 




tanto de objeción como de revocatoria y tomando en cuenta que, además de contar con la recomendación 




legal, quien resuelve el recurso finalmente es el mismo órgano que dicta el acto final, resultó prudente 




proponer una delegación con el propósito de que los recursos que deban ser conocidos por el Consejo 




Superior, sean resueltos por la jefatura del Departamento de Proveeduría, en vista de que la nueva Ley 
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exige plazos de atención más imperiosos, los cuales resultan ser muy escasos para el manejo que se 




realiza en la agenda de dicho Consejo.  




 




Para mejor comprensión, a continuación, se presenta una tabla con el detalle de los tiempos de 




atención de los citados recursos conforme lo que establece la nueva normativa: 




 




Tabla N° 3 




Plazos de atención de los recursos 




Tipo de procedimiento Recurso de objeción Recurso de revocatoria 




Licitación reducida 3 días hábiles 




8 días hábiles (3 días hábiles para 
determinar la admisibilidad, 2 días 
hábiles para audiencia al adjudicatario 
y 3 días hábiles para resolver) 




Licitación menor 5 días hábiles 




18 días hábiles (3 días hábiles para 
determinar la admisibilidad, 5 días 
hábiles para audiencia adjudicatario y 
10 días hábiles para resolver) 




      Fuente: Elaboración propia 




 
 




Como se puede observar, los plazos que se introducen son bastante reducidos e incluso muy 




escasos tanto para que el órgano técnico analice el recurso, los alegatos de la persona oferente, el acto 




final y brinde criterio, como para que el Área de Contratación Administrativa realice ese mismo ejercicio y 




pueda brindar su recomendación legal, sobre todo considerando que solamente existe la posibilidad de 




prorrogar por 3 días hábiles en casos complejos, siendo esto únicamente aplicable para la licitación menor, 




razón por la cual resulta imperioso delegar en la Jefatura del Depto de Proveeduría la aprobación de la 




resolución final de todos los tipos de recursos que se tramiten para la totalidad de los tipos de 




procedimientos de  contratación en los cuales el Consejo Superior dicta el acto final de adjudicación, lo 




anterior con el propósito de cumplir con los plazos indicados. 
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6. Recomendación de fiscalización de procedimientos extraordinarios y especiales en el 
Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual 
 




Según los umbrales para determinar el tipo de procedimiento, sean licitaciones mayores, menores y 




reducidas, en primera instancia y por acuerdos vigentes del Consejo Superior, el Subproceso de Verificación 




y Ejecución Contractual debería darles seguimiento a todos esos procedimientos licitatorios, situación que 




no es procedente en la práctica con la entrada en vigor de la nueva Ley, en virtud de la limitación actual de 




recurso humano que tiene esa oficina.  




 




Por tanto, considerando la propuesta inicial para los procedimientos ordinarios, y con el propósito de 




mantener un esquema de trabajo similar, se propone que, los procedimientos extraordinarios y especiales 




dentro del umbral de las licitaciones mayores y menores, así como un margen del umbral de las licitaciones 




reducidas sean fiscalizadas por VEC, y la parte restante de licitación reducida y los contratos de servicios 




continuados por la oficina solicitante, quien en caso de que existan incumplimientos, reportará al 




Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual lo correspondiente para cada caso concreto. Se detalla 




la propuesta en la siguiente tabla: 




 




Tabla N° 4 




Fiscalización de procedimientos por parte de VEC 




Tipo de procedimiento Responsable 




Procedimientos extraordinarios y especiales 




contenidos en el umbral de licitación mayor 




Verificación y Ejecución Contractual 
 
Bienes y servicios: Estimación superior a ¢ 
264.519.083,00 y según se actualice cada año. 




Procedimientos extraordinarios y especiales 




contenidos en el umbral de licitación menor 




Verificación y Ejecución Contractual 
 
Bienes y servicios: Estimación igual o inferior a ¢ 
264.519.083,00 pero superior a ¢66.129.771,00 y según 
se actualice cada año.  




Procedimientos extraordinarios y especiales 




contenidos en el umbral de licitación reducida 




Verificación y Ejecución Contractual 
 
Estimación igual o superior a ¢5.000.000,00. 




Procedimientos extraordinarios y especiales 




(umbral de licitación reducida inferior a 




¢5.000.000,00) 




Oficina solicitante (En los casos en que existan 




incumplimientos, deberá informar a VEC para la 




correspondiente). 




      Fuente: Elaboración propia 
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7. Aprobación para utilizar el procedimiento de excepción para la contratación de bienes o servicios 
artísticos, culturales e intelectuales y para la contratación de reparaciones indeterminadas 




 




Conforme lo establece el artículo 14 del RLGCP, se exceptúa de los procedimientos ordinarios la 




contratación de bienes o servicios artísticos, culturales e intelectuales que por su naturaleza intuitu personae 




y/o especialidad, sean incompatibles con los procedimientos ordinarios establecidos en la LGCP o su 




contratación no sea posible llevarla a cabo mediante un registro precalificado de oferentes. Adicionalmente, 




se regula que esta excepción podrá utilizarse siempre y cuando medie un acto motivado y suscrito por el 




jerarca institucional o quien éste delegue.  




 




De igual manera, el artículo 15 del RLGCP establece que se exceptúan de los procedimientos 




ordinarios las reparaciones indeterminadas, siempre y cuando para determinar los alcances de la reparación 




sea necesario el desarme de la maquinaria, los equipos o los vehículos y la contratación no pueda 




realizarse por medio de procedimientos ordinarios en los que la Administración haya precalificado de forma 




abierta a talleres idóneos. 




 




Agrega además  que, para la aplicación de esta excepción, cuando se trate de casos calificados y 




de no existir un registro de oferentes precalificados como resultado de una licitación, se deberá contar con la 




autorización del jerarca de la institución o de quien éste haya delegado y verificar la solvencia técnica del 




taller acreditado, su eficiencia y responsabilidad, sobre la base de un precio alzado, o bien, de estimación 




aproximada del precio, para su oportuna liquidación a efectuar en forma detallada. 




 




Por lo tanto, considerando lo indicado y con la intención de mantener un esquema de trabajo similar 




al que se realiza con la delegación de la decisión inicial, es que se propone que sea el jefe de la oficina 




solicitante quien autorice el uso de estas excepciones, por cuanto es el responsable de la firma de la 




decisión inicial, quien conoce la necesidad del requerimiento y quien aprueba el estudio realizado que 




respalda el uso de las figuras de excepción antes mencionadas. 




 
 




8. Investigación preliminar y eventual responsabilidad disciplinaria en caso de que la 
Administración decida una modificación o prórroga adicional a las dos ocasiones establecidas 




 




Según se regla en el artículo 93 del RLGCP, una vez publicado el aviso para concursar y hasta 




antes de la apertura de las ofertas, la Administración dispondrá únicamente de dos oportunidades para 




modificar de oficio el pliego de condiciones o para prorrogar el plazo de recepción de ofertas. 
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En caso de que la Administración decida una modificación o prórroga adicional a las dos  ocasiones 




indicadas en el párrafo anterior, no se invalidará el concurso, pero se deberá iniciar por parte del máximo 




jerarca o a quien éste delegue, la realización de una investigación preliminar o el procedimiento disciplinario 




correspondiente a efectos de determinar la existencia de una eventual responsabilidad por parte de los 




funcionarios a cargo de la tramitación del procedimiento, por lo que en este caso, conforme la Ley Orgánica 




del Poder Judicial, corresponderá a la Inspección Judicial ejercer la potestad disciplinaria para lo cual el 




Departamento de Proveeduría o Administración Regional informarán. Siendo que la Inspección Judicial será 




la que valore en cada caso, si conforme a sus potestades, realiza una investigación administrativa o lo 




delega en la jefatura de la oficina.   




 




Lo anterior, con base en el informe que deberá trasladar el Departamento de Proveeduría o 




Administración Regional respectiva, cuando estas situaciones se presenten, para lo cual la persona analista 




conductora del procedimiento deberá confeccionar un informe con el detalle general de lo acaecido, mismo 




que deberá ser suscrito por la jefatura directa y en el caso que así lo amerite, acompañado de la firma de la 




jefatura del Departamento de Proveeduría o el Administrador Regional, con el propósito de que sea 




trasladado a la jefatura de la oficina solicitante para su respectiva investigación preliminar. 




 
 




9. Aprobación de la firma del pedido u orden de compra 
 




De conformidad con lo normado en el numeral 317 del Reglamento a la Ley General de 




Contratación Pública, el máximo jerarca de la Institución podrá delegar la firma del pedido u orden de 




compra, siguiendo las disposiciones del reglamento interno que se dicte al efecto, en caso de que 




corresponda. 




 




Agrega, además, que esta designación deberá recaer en un funcionario u órgano técnico idóneo, 




que deberá emitir sus actos con estricto apego a la normativa de contratación pública. Par lo cual, dicha 




delegación se llevará a cabo de conformidad con los alcances de la LGCP, Ley de la Administración 




Financiera de la República y Presupuestos Públicos y la Ley General de la Administración Pública. 




 




Por lo tanto, considerando lo indicado y con la intención de mantener un esquema de trabajo similar 




al que se realizaba con la normativa anterior, es que esta designación se divide en tres etapas: 
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Delegación al Departamento de Proveeduría o Administración Regional: En donde el 




Departamento de Proveeduría o Administración Regional, realizarán las aprobaciones del pedido 




que correspondan de previo a su traslado para el visado del oficial presupuestal por parte del 




Macroproceso de Financiero Contable. 




 




Delegación a la Dirección Jurídica: En donde la Asesoría Jurídica, realizará los refrendos del 




pedido que correspondan, para las Licitaciones Menores y Mayores, de acuerdo con la Ley sobre el 




Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública y su Reglamento. 




 




Delegación al Macroproceso de Financiero Contable: en donde dicho Departamento, realizará 




las aprobaciones finales que correspondan para el visado oficial presupuestal. 




 




Lo anterior, tomando en consideración que de momento la Institución continúa trabajando con la 




orden de pedido y que a pesar de que pronto se dispondrá del uso de la interfaz para generar los contratos 




en el Sistema Digital Unificado, esta delegación deberá mantenerse, aunque posteriormente el pedido se 




utilice solo como un medio de pago.  




 




Propuesta de organización de actividades en el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual 




 




Con motivo de la entrada en vigor de la LGCP, también resultó necesario trabajar en una propuesta 




para la atención de las actividades de VEC, esto con el propósito de que sea valorada y de que, si así lo 




estima esa Dirección, se ponga en conocimiento del Consejo Superior. Cabe señalar que esta propuesta fue 




construida por uno de los abogados de VEC, con apoyo del equipo del Proyecto, y autorizada por la jefatura 




del Departamento de Proveeduría. 




 




1. Aprobación y denegación de prórrogas facultativas al plazo de ejecución, suspensiones y 
modificaciones de plazo 




 




De conformidad con lo normado en el numeral 105 de la Ley General de Contratación Pública y 281 




de su Reglamento, estando el contrato vigente, a solicitud del contratista, la Administración podrá autorizar 




prórrogas al plazo de ejecución del contrato cuando existan demoras ocasionadas por ella misma o causas 




ajenas al contratista originadas por caso fortuito o fuerza mayor.  
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De igual forma, el numeral 105 de la ley de cita, y el numeral 282 del Reglamento a la Ley General 




de Contratación Pública, estando el contrato vigente, a petición de parte o de oficio, el máximo jerarca de la 




Institución o quien él delegue, ante el surgimiento de situaciones de caso fortuito, fuerza mayor, hecho de la 




Administración, o interés público, mediante acto motivado podrá decretar la suspensión del plazo del 




contrato, así de la ejecución contractual, siguiendo las disposiciones y particularidades de cada caso, según 




corresponda. 




 




La normativa citada, con la finalidad de garantizar de pronta y adecuada ejecución contractual, en la 




búsqueda de la satisfacción de las necesidades e intereses de la Administración, con el fin de no paralizar 




injustificadamente la ejecución contractual y cumplimiento de las obligaciones de las partes, reduce 




considerablemente los plazos para aprobar o denegar las prórrogas, suspensiones y/o modificaciones a 




plazos. 




 




Aparejado a ello, resulta de sumo interés, considerar que las suspensiones están íntimamente 




relacionadas la figura de la caducidad, prevista en los artículos 110 inciso c), 112, de la Ley General de 




Contratación Pública y los numerales 288 inciso c), 292 de su Reglamento. En este sentido, disponen las 




normas de cita, que ante la inactividad de la Administración o del contratista, por un período que alcance 




seis meses, ya sea de forma continua o de la sumatoria de las suspensiones parciales, implicará la extinción 




del contrato en la etapa en que se encuentre, sea esta en la de selección y adjudicación, o ejecución 




contractual.   




 




Dicho esto, adquiere especial relevancia, el dominio y control de las prórrogas y suspensiones, las 




que están muy relacionadas a la fiscalización y verificación contractual de las contrataciones en el etapa de 




ejecución contractual; por lo que, considerando que el Consejo Superior en sesión Nº 075-04 del 05 de 




octubre del 2004, artículo XLIV,  N° 84-04 del 2 de noviembre del 2004, artículo LXXIX, N° 92-04, del 30 de 




noviembre del 2004, artículo V, y N° 059-05 del 03 de agosto del 2005, artículo XXXVII, delegó en el 




Departamento de Proveeduría, el trámite, aprobación y/o denegación de las prórrogas, suspensiones y/o 




modificaciones al plazo de ejecución contractual, situación que no es procedente en la práctica con la 




entrada en vigor de la nueva Ley, en virtud de la limitación actual de recurso humano que tiene el 




Departamento. 




 




Considerando la propuesta inicial para los procedimientos ordinarios y  con la intención de mantener 




un esquema de trabajo similar al que se realizaba con la normativa anterior se propone que como parte de 
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las funciones de fiscalización y acompañamiento que ejecuta el Departamento de Proveeduría mediante el 




Sub Proceso de Verificación y Ejecución Contractual, a fin de poder atender en los plazos establecidos por 




ley y reglamento las figuras citadas, así como lograr una mayor celeridad y eficiencia en la ejecución 




contractual de procesos de contratación, se delegue al Departamento de Proveeduría el trámite, aprobación 




y/o denegación de las prórrogas, suspensiones y/o modificaciones de los contratos continuados, de los 




procedimientos extraordinarios y especiales dentro del umbral de las licitaciones mayores y menores, así 




como un margen del umbral de las licitaciones reducidas, y la parte restante de licitación reducida sean 




tramitadas y aprobadas por la oficina solicitante con el apoyo y soporte del Sub Proceso de Verificación y 




Ejecución Contractual en caso de requerirlo la oficina usuaria, exceptuando las prórrogas de para dictar el 




acto final regulado en el artículo 140 del RLCP, así como las prórrogas automáticas a los plazos de vigencia 




de contratos continuados y alquileres. Se detalla la propuesta en la siguiente tabla: 




 




Tabla N° 5 




Prorrogas facultativas al plazo de ejecución, suspensiones de plazo y de la ejecución, así como 




modificaciones al mismo 




Tipo de procedimiento Responsable 




Procedimientos ordinarios, extraordinarios y 




especiales contenidos en el umbral de 




licitación mayor 




Departamento de Proveeduría 




 




Bienes y servicios: Estimación superior a ¢ 




264.519.083,00 y según se actualice cada año. 




Procedimientos ordinarios, extraordinarios y 




especiales contenidos en el umbral de 




licitación menor 




Departamento de Proveeduría 




 




Bienes y servicios: Estimación igual o inferior a ¢ 




264.519.083,00 pero superior a ¢66.129.771,00 y según 




se actualice cada año.  




Procedimientos ordinarios, extraordinarios y 




especiales contenidos en el umbral de 




licitación reducida 




Departamento de Proveeduría 




 




Estimación igual o superior a ¢5.000.000,00. 




Procedimientos ordinarios, extraordinarios y 




especiales (umbral de licitación reducida 




inferior a ¢5.000.000,00) 




Administración Regional  
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2. Declaratoria de la caducidad en la ejecución contractual 
 




La nueva normativa en los artículos 112 de la LGCP y 292 del RLGCP, introduce que en materia de 




contratación pública aplicará la figura de la caducidad del contrato ante la inactividad de la Administración o 




del contratista por un período que supere los seis meses, en forma continua, o ante la sumatoria de 




suspensiones parciales que, en conjunto con los períodos de inactividad, supere dicho plazo. El cómputo 




del plazo que supere los seis meses se deberá contabilizar de forma separada según la inactividad 




provenga de la Administración o del contratista y cuando se alcance ese plazo se originará la caducidad del 




contrato. 




 




Agrega además que, la inactividad se dará cuando no se hayan llevado a cabo actuaciones dirigidas 




a lograr la efectiva prosecución o avance en la respectiva etapa en que se encuentre el contrato, de acuerdo 




con la programación prevista para su ejecución en el caso de las obras, o bien, en relación con la 




programación de las entregas, en el caso de bienes y servicios. 




 




En el supuesto de que opere la caducidad, al transcurrir el plazo indicado, el jerarca o el funcionario 




en quien él delegue, la declarará de oficio o a petición de parte, mediante resolución motivada, en la cual 




conste que, efectivamente transcurrió un plazo superior a los seis meses, de acuerdo con la forma de 




cómputo establecida, ya sea por suspensiones o por no haberse llevado a cabo, por parte del contratista o 




de la Administración, las actividades tendientes a conseguir la efectiva prosecución del contrato según la 




etapa en la que se encuentre. 




 




Cabe señalar que, contra la declaratoria de caducidad cabrán los recursos ordinarios de revocatoria 




y apelación. No obstante, lo anterior, la Administración previo a declarar la caducidad tendrá la 




responsabilidad de efectuar el análisis técnico jurídico a fin de determinar si procede la resolución 




contractual por acaecimiento de la caducidad o por incumplimiento por parte del contratista, de modo que se 




tramite el procedimiento más expedito para la Administración, en aras de resguardar los fondos públicos que 




le fueron asignados. 




 




Dado lo anterior, se propone que la declaratoria de la caducidad, sea delegada al Departamento de 




Proveeduría, cuyo acto final tendrá recurso de revocatoria y apelación, correspondiendo a este 




Departamento, la resolución de la revocatoria y a la Dirección Ejecutiva le sea delegado el conocer y dictar 




el acto final del recurso de apelación. 
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Recomendaciones del equipo de trabajo del Proyecto 




 




En atención al anterior informe, se recomienda a la Dirección Ejecutiva que solicite al Consejo 




Superior lo siguiente: 




 




1. Aprobación de las siguientes propuestas de organización de actividades administrativas para las 




principales gestiones del proceso de contratación realizada por el equipo de trabajo del Proyecto, 




que involucran a las diferentes oficinas que gestionan compras públicas: 




 




1. Aprobación de la prórroga para dictar el acto final regulado en el artículo 140 del RLGCP. 




2. Aprobación del trámite de arrendamientos normado en los numerales 67 de la Ley y 167 del 




RLGCP. 




3. Emisión y aprobación de la decisión inicial para el trámite de procedimientos extraordinarios 




normados en los artículos 64 y 65 de la Ley y del 157 al 165 del RLGCP y procedimientos 




especiales regulados en los artículos 66 y 67 de la Ley y 166 y 167 del RLGCP. 




4. Aprobación de la recomendación del acto final de procedimientos extraordinarios normados en 




los artículos 64 y 65 de la Ley y del 157 al 165 del RLGCP y procedimientos especiales 




regulados en los artículos 66 y 67 de la Ley y 166 y 167 del RLGCP. 




5. Aprobación de la resolución final de los recursos de objeción y revocatoria reglados en los 




artículos 86 al 99 de la Ley y 241 al 271 del RLGCP. 




6. Aprobación de la recomendación de fiscalización de procedimientos extraordinarios y especiales 




en el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual. 




7. Aprobación para utilizar el procedimiento de excepción para la contratación de bienes o servicios 




artísticos, culturales e intelectuales y para la contratación de reparaciones indeterminadas. 




8. Investigación preliminar y eventual responsabilidad disciplinaria en caso de que la Administración 




decida una modificación o prórroga adicional a las dos ocasiones establecidas. 




9. Aprobación de la firma del pedido u orden de compra. 
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2. Aprobación de las siguientes propuestas de organización de actividades administrativas para las 




principales gestiones del proceso de contratación que corresponden al Subproceso de Verificación y 




Ejecución Contractual: 




 




1. Aprobación y denegación de prórrogas facultativas al plazo de ejecución, suspensiones y 




modificaciones de plazo. 




2. Declaratoria de la caducidad en la ejecución contractual. 




 




Atentamente,  




 
 
 
 
 
 
 
 
 




 
M.Sc. Sonia Zeledón Gutiérrez    M.Sc. Jonathan Jiménez Córdoba 




                                    Coordinadora                        Asesor Jurídico 
Proyecto de Implementación                               Proyecto de Implementación 




     “Ley General de Contratación Pública”             “Ley General de Contratación Pública” 
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17




 




de 
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de 20
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N° 




3




132
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202




3




 




Al contestar refiérase a este # de oficio




 




 




 




Señora




 




Máster Ana Eugenia Romero Jenkins




 




Directora Ejecutiva 




 




 




Estimada señora:




 




 




 




Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el 




Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión 




N°




 




29




-




2023




 




c




elebrada el




 




13




 




de 




abril




 




de 




2023




,




 




que 




literalmente dice:




 




 




“




ARTÍCULO XIII 




 




 




Documento N° 




3261




-




2023




 




 




 




La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, el máster Rodrigo Campos 




Hidalgo y la licenciada Adriana Esquivel Sanabria, Jefa del Departamento de Proveeduría, en oficio 




N° 0884




-




DP/61




-




2023 de 23 de marzo de 2023, 




remitieron lo siguiente:




 




 




“Con relación a la entrada en vigor de la Ley General de Contratación 




Pública N° 9986, nos permitimos trasladar la tercera propuesta de delegación para 




las principales actividades del proceso de contratación que involucran a oficinas 




externas a la Proveedu




ría, la cual fue realizada por el equipo de trabajo del 




Proyecto 




de implementación de acciones de mejora, modificación y adaptación institucional a 




la nueva Ley N° 9986, denominada “Ley General de Contratación Pública”, el 




abogado del Subproceso de Verific




ación y Ejecución Contractual y la Jefatura del 




Departamento de Proveeduría, con el propósito de que sea valorada y se ponga en 




conocimiento del Consejo Superior, para su eventual aprobación según se acuerde. 




 




 




Se detalla lo solicitado en el oficio adjunto:




 




 




1.




 




Aprobación de las siguientes propuestas de 




organización de 




actividades administrativas 




para las principales gestiones del proceso de 




contratación, que involucran a las diferentes oficinas que gestionan compras 




públicas:
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 San José, 27 de noviembre de 2025 



 
Se reproduce por ajuste 



 
Señora 



MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins 



Directora Ejecutiva 



Correo electrónico 



          
              



Asunto: Propuesta para la modificación de la delegación de 
materia recursiva y organización de actividades 
administrativas por parte del Consejo Superior 



 



Estimada señora: 



 



Con relación a la entrada en vigor de la Ley General de Contratación Pública N° 9986 (en adelante 



LGCP) del 01 de diciembre de 2022, me permito presentar propuesta para la modificación de la delegación 



de materia recursiva y atención de otras actividades del proceso de contratación que involucran a las 



diferentes oficinas que gestionan compras públicas, esto con el propósito de que sea valorada y de que, si 



así lo estima esa Dirección, sea del conocimiento del Consejo Superior. 



 



Cabe señalar que la propuesta planteada más adelante se realiza tomando como base lo acordado 



por el Consejo Superior en sesión N° 98-2022 celebrada el 11 de noviembre de 2022, artículo I, mediante el 



cual se aprobó la primera delegación formal de actividades administrativas propuesta por esta Proveeduría 



mediante oficio N° 2935-DP/61-2022.  



 



Partiendo de lo anterior, y considerando que mediante criterio jurídico N° 431-DJ/CAD-2022 del 6 de 



setiembre de 2022, se determinó que el Consejo Superior ostenta capacidad legal para tomar todas aquellas 



decisiones que permitan garantizar una mejor organización del aparato administrativo del Poder Judicial, y 



que por tanto tiene la posibilidad de reconocer la facultad de determinadas oficinas y autorizarlas para emitir 



ciertos actos administrativos tendientes a agilizar y hacer más eficientes las labores de corte administrativo , 



para lo cual se determinó en ese momento que, resultaba más acorde a la técnica, que el Poder Judicial 



aplicara la figura de la desconcentración, la cual operaría, en el tanto exista un reglamento autónomo que así 



lo permita, no obstante considerando que aún no se disponía  de este, podía esa instancia, en su lugar 



emplear temporalmente la delegación, en el entendido de que la misma no implica la transferencia de la 





mailto:proveeduria@Poder-Judicial.go.cr








 
 



 
Oficio N° 2537-USE-DP/13-2025 



Al contestar refiérase a este # de oficio 
 



   



TELÉFONO:  2295-3121           proveeduria@Poder-Judicial.go.cr 
FAX: 2221-8983 



 



“Justicia: Un pilar del desarrollo” 



 Página 2 de 4 



 



 
 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



titularidad de la competencia, ni de su responsabilidad como tal. Lo anterior, conforme el numeral 81, inciso 



16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  



 



Importante indicar que al igual que para las propuestas anteriores, la que ahora se pretende aplicar, 



siguen siendo una medida paliativa, empleando para ello y de forma temporal, como ya se indicó, la facultad 



de la delegación, esto con el propósito de  continuar con la reorganización de actividades administrativas que 



permitan a la institución hacerle frente a las necesidades evidenciadas hasta el momento producto de la 



entrada en vigor de la Ley, sin causar una afectación a la actividad de contratación pública y su ejecución 



presupuestaria, en la cual se vea comprometido el cumplimiento del fin público, al dotar al Poder Judicial de 



los bienes y servicios necesarios para su correcto funcionamiento. 



 



El criterio legal mencionado y sus conclusiones se pueden consultar con mayor amplitud, en el 



documento que se adjunta a continuación: 



431-DJ-22 



distribución de competencias en Contratación.pdf
 



Origen de la modificación propuesta 



 



El Departamento de Proveeduría mediante oficio N° 1491-USE-DP/61-2025 del 21 de julio de 2025, 



solicitó criterio a la Dirección Jurídica sobre la procedencia de mantener la delegación acordada por el Consejo 



Superior en sesión N° 29-2023 celebrada el 13 de abril de 2023, artículo XIII, en la que se delegó a este 



Departamento el conocimiento y resolución de los recursos de revocatoria que se presentaran contra los actos 



finales que dicte el Consejo Superior en los procedimientos de contratación. 



 



En virtud de lo anterior, mediante el criterio jurídico N° 522-DJ/CAD-2025 del 29 de julio de 2025, la 



Direccion Jurídica manifiesta que lo delegado en el acuerdo citado, conlleva a que un Departamento que por 



escala jerárquica es inferior a ese órgano colegiado, pueda dejar sin efecto o modificar lo acordado por el 



Consejo Superior, siendo que si la Proveeduría, al momento de resolver un recurso de revocatoria, decide 



que se debe readjudicar un concurso que inicialmente había sido adjudicado por el Consejo Superior, no se 



cumpliría el mandato de que, quien adjudicó, dicte la readjudicación, contraviniendo el principio de legalidad 



y el mandato del numeral 139 del Reglamento a la Ley General de Contratación Pública, el cual dispone que 



“La declaratoria de infructuoso, de desierto o readjudicación deberá ser dictada por el mismo funcionario u 



órgano que tiene la competencia para adjudicar, según lo establecido en la Ley General de Contratación 
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Pública”. Aunado a lo anterior, el artículo 99 de la Ley es claro en disponer que, en estos casos “El recurso 



deberá ser conocido por el órgano que emitió el acto final…”. 



 



Por lo anterior, la Dirección Jurídica en su criterio concluye que no es correcto haber delegado esa 



función en el Departamento de Proveeduría, ya que no hay norma habilitante que permita tal traslado de 



funciones y responsabilidades, sino que, por el contrario, la normativa es clara en señalar que la resolución 



de recursos de revocatoria recae en quien haya emitido el acto final, por lo que proponen las siguientes 



alternativas legales para solventar tal situación: 



 



1) Modificar la delegación de funciones para que tal competencia esté reservada para quien emita 



el acto final, de manera que si el Consejo Superior es quien emite ese acto, sea ese mismo cuerpo 



colegiado el que resuelva los recursos de revocatoria. 



 



2) Valorar la conveniencia de delegar en el Departamento de Proveeduría el dictado de algunos de 



los actos finales de los procedimientos de contratación que en la actualidad realiza el Consejo 



Superior, ya que en caso de que esa competencia le sea delegada, ostentará también (y de 



inmediato) la competencia para resolver los recursos de revocatoria. 



 



El criterio legal mencionado y sus conclusiones se pueden consultar con mayor amplitud, en el 



documento que se adjunta a continuación: 



522-DJ-25 



competencia para resolver recursos en procedimientos de contratación.pdf
 



Partiendo de lo anterior, a continuación, se desarrolla la propuesta para modificar lo enunciado por la Dirección 



Jurídica en el criterio mencionado:  



 



1. Modificación la delegación acordada por el Consejo Superior en sesión N° 29-2023 celebrada 



el 13 de abril de 2023, artículo XIII, en la que se delegó a este Departamento el conocimiento y 



resolución de los recursos de revocatoria que se presentaran contra los actos finales que dicte 



el Consejo Superior en los procedimientos de contratación 



 



Conforme el criterio jurídico antes citado en el que se recomienda modificar la delegación de funciones 



para que tal competencia esté reservada para quien emita el acto final, de manera que si el Consejo Superior 
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es quien emite ese acto, sea ese mismo cuerpo colegiado el que resuelva los recursos de revocatoria  y la 



eventual readjudicación según corresponda, con el objetivo de ajustar la delegación a lo que establece la 



normativa, resulta prudente modificar la delegación recaída en el Departamento de Proveeduría, con el fin de 



que los recursos presentados para aquellas contrataciones en las que el Consejo Superior haya dictado el 



acto final de adjudicación, sean conocidos por ese Consejo y no por el Departamento de Proveeduría. 



 



El acuerdo del Consejo Superior mencionado puede ser consultado en el documento que se adjunta 



a continuación: 



Acuerdo tomado 



por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 29-2023.docx
 



 
Recomendaciones: 



 



En atención al anterior informe, y en virtud de la necesidad de disponer de un procedimiento eficiente 



para atender la organización de actividades administrativas relacionadas con temas de Contratación Pública, 



es que se recomienda a la Dirección Ejecutiva que solicite al Consejo Superior lo siguiente: 



 



1. Eliminación de la propuesta aprobada en sesión N° 29-2023, celebrada el 13 de abril de 2023, artículo 



XIII, en el que el Consejo autorizó a la Proveeduría en el punto N°5 la aprobación de la resolución 



final de los recursos de objeción y revocatoria reglados en los artículos 86 al 99 de la Ley y 241 al 



271 del RLGCP.  



 



2. En cuanto a la recomendación realizada por la Dirección Jurídica de valorar la delegación en el 



Departamento de Proveeduría del dictado de algunos de los actos finales de los procedimientos de 



contratación que en la actualidad realiza el Consejo Superior, esa será analizada posteriormente. 



 



Atentamente,  



 



 



Licda. Adriana Esquivel Sanabria 
Jefa, Departamento de Proveeduría 
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